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El presente trabajo de investigación tuvo como objetivo, determinar la incidencia de 
la vigilancia electrónica personal frente al hacinamiento penitenciario en los 
Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020. El tipo de investigación es básica y los 
diseños fueron el estudio de casos y teoría fundamentada, asimismo se emplearon 
las técnicas de análisis de fuente documental y la entrevista a expertos, e 
instrumentos de guía de entrevista a expertos, aplicados a siete expertos, 01 asesor 
legal del INPE, 02 jueces penales, 02 fiscales y 02 abogados litigantes. La guía de 
análisis documental aplicado a 10 resoluciones de vigilancia electrónica personal, 
emitidos por los Órganos Jurisdiccionales de Lima, año 2020 y 12 informes 
estadísticos del INPE emitidos mensualmente durante el año 2020, ayudaron a 
lograr los objetivos planteados en la presente investigación. Se concluyó que la 
incidencia de la vigilancia electrónica personal frente al hacinamiento penitenciario 
aún es mínima, debido a factores presupuestarios que imposibilitarían la 
materialización de la medida, así como a factores logísticos que limitan su 
masificación y aplicación, debiendo el Estado dotar de mayores recursos a los 
distintos organismos para hacer viable la medida, en especial al INPE como 
responsable de su implementación y seguimiento.   
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The present research work aims to determine the incidence of personal electronic 
surveillance against prison overcrowding in the Jurisdictional Bodies of Lima, 2020, 
the type of research is basic and the designs were the case study and grounded 
theory, also used the techniques of documentary source analysis and expert 
interview, and expert interview guide instruments, applied to seven experts. 01 legal 
advisor of the INPE, 02 criminal judges, 02 prosecutors and 02 trial lawyers, and the 
documentary analysis guide applied to 10 resolutions of personal electronic 
surveillance, issued by the Jurisdictional Bodies of Lima, year 2020 and 12 statistical 
reports of the INPE issued monthly during the year 2020, which helped to achieve 
the objectives set out in this research, Finally, it was concluded that the incidence 
of personal electronic surveillance against prison overcrowding is still minimal, due 
to budgetary factors that would make the materialization of the measure impossible, 
as well as logistical factors that limit its massification and application, and that the 
State should provide more resources to the different agencies to make the measure 
viable, especially the INPE as responsible for its implementation and monitoring.   
 






La pandemia originada por el virus del COVID-19, género preocupación en todo 
el planeta, no solamente por la afectación en la vida y salud de la población civil, 
sino principalmente de aquellos que se encontraron privados de su libertad, y 
sumado al factor de hacinamiento en los establecimientos penitenciarios, motivó 
el pronunciamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Es 
así que en la Resolución 1/2020, exhorta a los Estados miembros a adoptar 
medidas con el fin de garantizar y proteger la integridad, salud y vida de aquellos 
internos privados de su libertad; con el fin de disminuir la población carcelaria 
con el uso de las medidas alternativas a la privativa de libertad.  
Por otro lado, el Tribunal Constitucional a raíz de la demanda de habeas corpus, 
presentado a favor de don C.C.B, mediante Sentencia N° 05436-2014-PHC/TC 
consideró necesario y válidamente justificado recurrir a la técnica del estado de 
cosas inconstitucional respecto al sistema penitenciario nacional. Con la finalidad 
de evitar mayores atropellos a los derechos fundamentales de aquellas personas 
privadas de su libertad. Dado que se vulneraba una serie de derechos como la 
vida, salud, dignidad humana, así como un adecuado lugar para pernoctar, 
situación que vino fomentando la propagación de enfermedades por las 
condiciones insalubres. Verificándose en ese sentido, que el sistema 
penitenciario peruano al 2020, albergo alrededor de más de 97 111 personas 
privadas de su libertad, 36% como procesados y 64% en calidad de 
sentenciados, pese a que la capacidad de albergue era de 40137 plazas, 
presentándose así, una tasa de hacinamiento de 140%.   
La CIDH en ese sentido observó que varios países han venido implementado 
medidas con el fin de prevenir la transmisión del virus SARS-CoV-2, a través de 
la reducción de población carcelaria, optando por aplicar medidas alternativas a 
la prisión efectiva, así como aquellas dirigidas a conmutar la pena, las mismas 
que estuvieron enfocadas en aquellos internos que no habrían cometido delitos 
violentos y que además estuvieron dentro del grupo de especial vulnerabilidad. 
De no haberse implementado políticas reales de deshacinamiento, el Estado 
peruano podría haber atentado contra la vida, salud e integridad de los internos 
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intramuros y ser, además, demandado posteriormente por violación de los 
derechos humanos, ante organismos supranacionales.  
Por esta razón, mediante Ley N° 31020 el Congreso de la Republica delegó al 
Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia penal, procesal penal y 
penitenciario con la finalidad de establecer medidas frente al hacinamiento en 
establecimientos carcelarios, respecto a la revisión de medidas de coerción 
procesal, beneficios penitenciarios, vigilancia electrónica personal y otras figuras 
que permitan la salida de personas procesadas y condenadas, buscando 
impactar así, en la sobrepoblación que afectaba al Sistema Nacional 
Penitenciario a fin de evitar el contagio del COVID – 19 de personas privadas de 
su libertad.  
En efecto, el Poder Ejecutivo, el 4 de junio del 2020, promulgo un paquete de 
normas, entre los que destacan los D. Leg. N° 1513 y D. Leg. N° 1514. Esta 
última materia de estudio, mediante el cual se dispuso la optimización de la 
vigilancia electrónica personal, tanto como medida coercitiva personal y sanción 
penal con el fin de reducir el problema de hacinamiento al interior de los penales 
a nivel nacional. No obstante, la aplicación de esta medida, no sólo depende de 
la voluntad del legislador por regularla y de la decisión del juez para aplicarla, 
sino que requiere del apoyo logístico, tecnológico y presupuestario. Por parte de 
las entidades competentes para la puesta en marcha de la medida, como  la 
dotación de herramientas al INPE como ente encargado de su implementación y 
seguimiento, así como el cumplimiento de requisitos técnicos y jurídicos, más 
documentación que debe ir acompañada a la solicitud, para poder recién 
visualizar una real incidencia de la vigilancia electrónica personal frente al 
hacinamiento penitenciario, atendiendo que es un mecanismos implementado en 
nuestra norma procesal hace más de 10 años, no habiendo tenido mayor impacto 
frente al fin que la concibió, esto es despoblar las cárceles de nuestro país.   
En tal sentido, se formula el siguiente problema general: ¿De qué manera la 
vigilancia electrónica personal ha incidido frente al hacinamiento penitenciario en 
los Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020? Asimismo, se plantea como 
problemas específicos: i) ¿De qué manera se aplica la vigilancia electrónica 
personal en los Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020? ii) ¿Cuáles son las 
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recientes políticas adoptadas por el Estado Peruano frente al hacinamiento 
penitenciario? iii) ¿Cuáles son las causas que limitan la adecuada 
implementación de la vigilancia electrónica personal frente al hacinamiento 
penitenciario? 
La investigación se justifica por su conveniencia ya que está orientada a analizar 
los nuevos alcances de la vigilancia electrónica personal a raíz de la dación del 
D.Leg N° 1514, y de qué manera incidió frente al hacinamiento penitenciario en 
los Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020, además por su relevancia social fue 
de suma importancia, dado que abordara y beneficiara directamente a un sector 
de la población penitenciaria y como el uso de las nuevas tecnologías se 
convierten en alternativas frente el hacinamiento penitenciario, asimismo se 
justifica teóricamente dado que  contribuyo a la comunidad jurídica, mediante el 
aporte de hallazgos propios de la investigación, así como el desarrollo preciso 
sobre las teorías relacionadas a la problemática, también por su implicancia 
práctica, ya que busca dar a conocer alternativas al tratamiento de los 
procesados y sentenciados frente al hacinamiento penitenciario en el sistema 
penal, y finalmente por su utilidad metodológica ya que puede ser utilizado como 
antecedente para una nueva investigación sobre mecanismos de control 
personal mediante el uso de las nuevas tecnologías.   
Asimismo, el objetivo general es: Determinar la incidencia de la vigilancia 
electrónica personal frente al hacinamiento penitenciario en los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima, 2020. Los objetivos específicos son: i) Analizar la 
aplicación de la vigilancia electrónica personal en los Órganos Jurisdiccionales 
de Lima, 2020. ii) Identificar las recientes políticas adoptadas por el Estado 
Peruano frente al hacinamiento penitenciario. iii) Analizar las causas que limitan 
la adecuada implementación de la vigilancia electrónica personal frente al 
hacinamiento penitenciario. 
Finalmente, se plantea como hipótesis general: La vigilancia electrónica personal 
no incidió positivamente frente al hacinamiento penitenciario en los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima, 2020, debido a su limitada aplicación, implementación 
y escasa difusión. Las hipótesis especificas son: i): La aplicación de la vigilancia 
electrónica personal en los órganos jurisdiccionales de Lima fue mínima debido 
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al no cumplimiento de los requisitos y presupuestos establecidos en el D. Leg. 
N° 1514. ii) Las recientes políticas que el Estado Peruano ha adoptado frente al 
hacinamiento son las establecidas en el D. Leg. N° 1514 para optimizar la 
aplicación de la vigilancia electrónica como medida de coerción personal y 
sanción penal. iii) Las causas que limitaron la adecuada implementación de la 
vigilancia electrónica personal para hacer frente al hacinamiento penitenciario 




II. MARCO TEÓRICO 
A nivel internacional; Trujillo, J. (2015). La vigilancia electrónica a distancia. 
Estudio comparado del monitoreo a procesados y condenados. (Artículo 
Científico). Corporación Universitaria Republicana, Bogotá, Colombia. 
Investigación de tipo básica, muestra en base a la Ley N° 1142 de 2007, técnica 
de búsqueda documental, objetivo revisar cómo opera y cuan eficiente ha sido 
el sistema de vigilancia electrónica en procesados y condenados en Colombia y 
el Derecho comparado. Concluyendo que, el número de personas beneficiarias 
en Colombia es uno de los más elevados del mundo. Asimismo, se comprobó 
que su implementación reduce costos para el Estado notablemente, en contraste 
al sistema penitenciario tradicional, investigación que se relaciona respecto a la 
introducción del D. Leg N° 1514 que optimiza la aplicación de la vigilancia 
electrónica personal.  
Mazo, F. (2015). La detención preventiva carcelaria. Sustituible por la vigilancia 
electrónica. (Artículo científico). Universidad EAFIT – Medellín, Colombia. 
Investigación de tipo básica, muestra en base a la ley 906 de 2004, técnica de 
búsqueda documental, objetivo determinar si la detención preventiva puede ser 
sustituida por la vigilancia electrónica frente al hacinamiento penitenciario. 
Concluyendo que, la vigilancia electrónica no es del todo inocente, por cuanto 
atenta contra derechos del procesado al ser intrusivo. Tanto la detención 
preventiva como la vigilancia electrónica son medidas de aseguramiento con alto 
grado de afectación de derechos, pero en definitiva la vigilancia electrónica se 
constituye en el mal menor. Investigación que se relaciona, respecto a la 
aplicación de la vigilancia electrónica en respeto de los derechos de los internos.  
A nivel nacional, Ríos, G. (2016). El grillete electrónico: ¿Efectiva 
desprisionización? (Artículo Científico). Universidad San Martín de Porres, Lima, 
Perú. Investigación de tipo básica, muestra en base al D. Leg. N° 1322, técnica 
de búsqueda documental, objetivo analizar el D. Leg. N°1322 como alternativa 
de restricción, a la luz del problema de la sobrepoblación. Concluyendo que, el 
Estado tiene como reto diseñar una política criminal fundada en valores y 
principios, a fin de evitar utilizar el sistema penal, de acuerdo a principios de 
mínima intervención, última ratio y humanidad. El grillete electrónico no logra 
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contrarrestar la sobrepoblación, hacinamiento, al hacer visible el estigma, siendo 
contraproducente para el fin resocializador del penado. Investigación que se 
relaciona respecto a que si la vigilancia electrónica se constituye en una medida 
alternativa que respeta la dignidad humana del interno.   
Arévalo, M. (2018). Vigilancia electrónica personal: expectativas en su aplicación 
para reducir el hacinamiento carcelario. (Artículo Científico). Revista Jurídica del 
Instituto Peruano de Estudios Forenses, Lima, Perú. Estudio basado en una 
investigación de tipo básica, muestra en base al D. Leg. N° 1322, instrumento de 
búsqueda documental, objetivo analizar la regulación y aplicación de la vigilancia 
electrónica y su expectativa frente al hacinamiento carcelario. Concluyendo que, 
en nuestro país la vigilancia electrónica es una de las pocas reformas que ha 
venido adoptando el Estado en relación a nuestro sistema penitenciario, pero 
que se hace necesario sumar esfuerzos en aras de impulsar y consolidar la 
medida, toda vez que no se visualizan realmente sus efectos en la práctica 
jurídica, no cumpliéndose así la expectativa de reducir el hacinamiento 
penitenciario, investigación que se relaciona en cuanto se revisara la incidencia 
del D.Leg. N° 1514 en su aplicación frente el hacinamiento penitenciario en los 
Órganos Jurisdiccionales de Lima.  
Loza, G. (2010). Comentarios a la Ley 29499 – Ley de Vigilancia electrónica 
personal. (Artículo científico). Instituto de Ciencia Procesal Penal, Lima, Perú. 
Investigación de tipo básica, muestra en base a la Ley N° 29499, instrumento de 
búsqueda documental, objetivo analizar la ley de vigilancia electrónica personal 
Ley N° 29499. Concluyendo que, la Ley N° 29499 marca un nuevo rumbo en el 
ordenamiento jurídico, pues permitirá reducir los altos índices de hacinamiento 
carcelario, asimismo el Estado debe desplegar una política integral, destinada a 
implementar y dotar de recursos económicos para su implementación, caso 
contrario carecerá de valor practico. Investigación que se relación respecto al 
análisis del D. Leg. N° 1514 y su incidencia frente el hacinamiento penitenciario.  
Nuñovero, L. (2017). Factores de aumento de la población penitenciaria en el 
Perú, medidas alternativas y vigilancia electrónica. (Artículo Científico). Pontificia 
Universidad Católica, Lima, Perú. Investigación No experimental, muestra en 
base a estadísticas penitenciaras de los años 2012 a 2016, instrumento de 
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búsqueda documental, objetivo demostrar si la implementación de la vigilancia 
electrónica de detenidos genera un efecto de reducción de la sobrepoblación 
penitenciaria. Concluyendo que, no se encuentra evidencia de que la vigilancia 
electrónica pueda por si misma contribuir a reducir la población penitenciaria de 
sentenciados por crímenes violentos y de drogas, a quienes corresponden penas 
más severas, menor acceso a beneficios penitenciarios y mayores tiempos de 
reclusión. Investigación que se relaciona con las implementación e incidencia de 
la vigilancia a raíz del D. Leg N° 1514 en la población penitenciaria.    
Uscamayta, W. (2016). La vigilancia electrónica personal: su aplicación y 
consecuencias (Artículo Científico). Universidad Nacional de San Antonio Abad 
del Cusco, Perú. Investigación de tipo básica, muestra en base a la Ley N° 
29499, instrumento de análisis documental, objetivo analizar aplicación y 
consecuencias de la vigilancia electrónica personal frente el hacinamiento 
penitenciario. Concluyendo que, si bien es cierto que ya existe la Ley de 
vigilancia electrónica personal y su correspondiente reglamento, sin embargo, en 
la práctica la misma no se ejecuta, porque no existe voluntad política del 
Gobierno de turno para hacer realidad en la práctica la referida Ley. A ese paso 
los penales seguirán hacinándose y creando los problemas que a diario los 
medios vienen informando. Investigación que se relaciona con el análisis que se 
efectuara respecto a la aplicación y si esta incide frente el hacinamiento 
penitenciario.   
Loli, L. (2016). Vigilancia electrónica personal y su incidencia en la pena privativa 
de libertad en el sistema penal peruano. (Tesis de postgrado). Universidad 
Nacional Santiago Antúnez de Mayolo, Huaraz. Perú. Estudio descriptivo, 
Muestra en base a la Ley N° 29499, instrumento de análisis documental, objetivo 
determinar las implicancias socio jurídicas que conlleva la vigilancia electrónica 
personal en la pena privativa de libertad en el sistema penal peruano. 
Concluyendo que, la vigilancia electrónica cumple con los fines de la pena, por 
tanto, su uso no afecta en menor medida derechos fundamentales, investigación 
que se relaciona con la presente investigación toda vez que con esta medida se 





Las teorías que sustentan el presente proyecto de investigación son: La teoría 
del análisis económico del derecho, teoría de los derechos fundamentales. 
La teoría del análisis económico del derecho, según Bullard (2018), al realizar un 
análisis destinado a instituir la ampliación de los recursos del Estado, sostiene 
que la regulación de la vigilancia electrónica es una respuesta legislativa idónea, 
para que los jueces en su aplicación, contribuyan frente al alza del derecho 
penal. Asimismo, Becker (1998), sostiene que, despoblando las cárceles, 
aminorando la sección de gastos y cooperando a los lineamientos perseguidos 
teleológicamente por la pena, se generaría un beneficio económico a favor del 
Estado y del propio interno. El mismo que por cuestiones de hacinamiento no 
puede materializarse y que, por el contrario, dentro del ambiente familiar del 
condenando, la pena puede surtir mejores efectos, incluso tratándose de delitos 
graves, previo estudio por supuesto de cada caso en concreto.  
Asimismo, sostiene que la economía trata de pronosticar conductas y el derecho 
regular comportamientos humanos, entonces esta unión de lo económico con lo 
jurídico busca presagiar conductas a través de la creación o modificación de 
normas, partiendo del principio que las personas actúan en base a estímulos y 
que por consiguiente buscan aquello que les favorece y evitan lo perjudicial. Esta 
teoría es relevante porque busca cuantificar y optimizar costo-beneficio para el 
Estado y su costo es menor al que contingentemente generaría mantener privado 
de libertad a un individuo, por lo que la vigilancia electrónica personal sería 
sostenible a largo plazo y contribuiría significativamente a la resocialización del 
interno.  
La teoría de los derechos fundamentales, según Alexy (2010), propone indagar 
estructuras que partan desde la concepción de derechos fundamentales, el 
predominio de estos en el sistema jurídico y su justificación. Ello vinculado a la 
relación intrínseca actual que afronta el mundo a consecuencia del COVID-19, 
permitiendo la resocialización del interno bajo parámetros de dignidad, acceso a 
la salud, si así lo aprueba el Juez encargado de vigilar la pena e incluso la vida. 
Prerrogativa que en ocasiones es vulnerada por la falta de control dentro de 
centros penitenciarios, en sentido con la dación del D. Leg N° 1514 se busca 
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proteger derechos fundamentales y perseguir el fin de la pena, mediante la 
resocialización del penado en sociedad, siempre y cuando este se encuentre 
dentro los requisitos de procedencia para su posterior aplicación.  
Asimismo, Cea (2002), señala que los derechos fundamentales son aquellos 
“derechos, libertades, igualdades o inviolabilidades que, desde su concepción, 
fluyen de la dignidad humana y que son intrínsecos de la naturaleza 
singularísima del titular de esa dignidad. Tales atributos, facultades o derechos 
públicos subjetivos son, y deben ser siempre, reconocidos y protegidos por el 
ordenamiento jurídico, permitiendo al titular exigir su cumplimiento con los 
deberes correlativos.  
En cuanto al concepto de la vigilancia electrónica personal según el Decreto 
Supremo N° 012-2020-JUS, (2020), la describe como un mecanismo de control, 
aplicable a personas procesadas y condenadas, conforme a los supuestos 
habilitados en su artículo 4°, el mismo que tiene por objeto el monitoreo de 
tránsito, dentro de un espacio determinado en relación al domicilio que fije el 
usuario. Asimismo, Ríos (2016), sostiene que el grillete electrónico no se 
constituye en una medida de política criminológica racional ni eficaz para lograr 
evitar el hacinamiento, siendo contraproducente en la resocialización del 
penado, que constituye un enorme costo social. De posición contraria es Alladina 
(2011) considera más económica la medida de vigilancia electrónica que el 
encarcelamiento, así como mayores beneficios cumpliendo la pena en medio 
libre.   
En cuanto a su finalidad, Rojas (2020), sostiene que esta medida optimiza tanto 
la evaluación como utilización por parte de los jueces penales, ya sea como 
medida alternativa, pena y de aquellas que acogen a algún beneficio 
penitenciario a fin de garantizar la pena y la resocialización del condenado. 
Desde una postura crítica, Ríos (2016), sostiene que estos mecanismos de 
control si bien contribuyen a la resocialización del penado, visibilizan el estigma 
de las personas sometidas a proceso o condena, el mismo que conlleva un 
efecto etiquetador y de detrimento social que atenta contra la propia dignidad 
humana. El financiamiento de la vigilancia electrónica personal, según el D. Leg 
N° 1514, el artículo 14° dispone que es el INPE el responsable de la 
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implementación y quien asume íntegramente los costos que supone la ejecución 
y supervisión de la medida.   
Respecto a las circunstancias que facilitaron su incorporación, Uscamayta 
(2016), sostiene que el uso de la tecnología en el sistema penal, fue 
primordialmente el de ubicar una salida al problema del hacinamiento 
penitenciario a efectos de resguardar los fines rehabilitadores de la pena, 
respetando la dignidad de los internos con arreglo a consagrado en el artículo 1° 
de la Constitución. La misma que ahora con el D. Leg N° 1514, puede ser 
declarada de oficio por el Juez, o a solicitud del Ministerio Publico y del 
interesado.  
Respecto a la mejora de la norma, Campos (2020), sostiene que el legislador ha 
venido realizado sus máximos esfuerzos para deshacinar las cárceles peruanas, 
ampliando la pena (no menor de 04 y ni mayor de 10 años) para su posterior 
aplicación y tener mayores personas beneficiadas con la medida de vigilancia 
electrónica. Siendo el INPE el responsable de su implementación, como quien 
asume costos de ejecución y supervisión de la medida, toda vez con la anterior 
norma, es decir D. Leg N° 1322, quien solventaba anteriormente la medida, era 
el propio interno, configurándose así una especie de norma distintiva y 
discriminatoria, respecto de aquellos que no poseían los medios económicos 
para solventarla. Sin embargo, a la fecha, el número de excarcelados que se 
esperaba, apenas alcanza a un par de decenas de internos liberados. Asimismo, 
otra de las novedades que incorporo el D.Leg N° 1514, ha sido la no aplicación 
de las exclusiones previstas en el artículo 5.5 de D.Leg N° 1514, cuando en los 
supuestos de personas procesadas estas se encuentren con el plazo máximo de 
prisión preventiva vencida y el Ministerio Público no hubiera formulado 
requerimiento fiscal acusatorio, dando la potestad al juez de imponer en ese 
escenario la medida de vigilancia electrónica personal, como medida de 
restricción adicional a la de comparecencia, atendiendo a la proporcionalidad de 
la medida en relación a los fines del proceso.  
 
En el derecho comparado, Peña (2010) señala que en Estados Unidos la 
vigilancia electrónica personal adopta distintas formas de aplicación, como 
modalidad de medida cautelar junto a la detención domiciliaria que se aplica en 
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función a la existencia de un riesgo de fuga, reiterancia delictiva u obstrucción al 
proceso, asimismo se tiene que puede ser una alternativa a la prisión provisional. 
Por otro lado, Gonzales (2008), señala que en España su aplicación se da en 
supuestos de violencia de género, como medida de control de alejamiento, 
asimismo en el ámbito de la pena se aplica junto al alejamiento, que es una pena 
privativa de derechos, también junto a la localización permanente. Asimismo, en 
el ámbito penitenciario se aplica junto a la semilibertad, que permite al 
condenado a cumplir parte de la pena impuesta en un régimen abierto.  
 
Además, en Colombia a partir del 2004, Peña (2010), sostiene que fue uno de 
los Estados que ha alcanzado su total implementación del sistema de vigilancia 
electrónica en todo su territorio. Su normativa establece su utilización no solo 
para condena extramuros de ciertos delitos, sino como medida de control en la 
variación de la detención preventiva por arresto domiciliario, presentando en ese 
sentido dos escenarios en los cuales puede ser utilizado, ya sea como 
mecanismo de vigilancia de la detención domiciliaria y como mecanismo de 
vigilancia de la prisión domicilia, el mismo que es aplicado posterior a la condena.  
Se tiene en ese sentido que, desde el plano jurídico internacional, se ha venido 
regulando medidas alternativas a la prisión, el mismo que se sustenta en 
normativas internacionales, la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, así como la 
Resolución N°45/110 de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Sirviendo 
de base a los Estados para desarrollar alternativas de medidas no privativas de 
libertad, y los mecanismos electrónicos son una consecuencia de lo mencionado, 
resultando por tanto coherente con un derecho penal de mínima intervención y 
con fines preventivos.   
Asimismo, nuestra Corte Suprema de Justicia, mediante Acuerdo Plenario N° 02-
2019/CJ-116, sostiene que la vigilancia electrónica tiene naturaleza múltiple, 
para proporcionar opciones en libertad del sistema penal. Si bien es una medida 
que restringe la libertad ambulatoria, pudiendo concebirse como una medida 
restrictiva de la libertad, salvo si se trata de encontrarse en un lugar determinado 
sin opciones de salida, que se convertirá en una pena privativa de libertad 
atenuada o en una restricción del arresto domiciliario, solo apta para evitar el 
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desarraigo del penado o imputado, y además su fuga. Asimismo, vista como una 
pena, tiene virtudes en materia de prevención general e incluso especial, no es 
desocializadora ni produce contagio carcelario, recibiendo cortas pero intensas 
descargas punitivas que no perturban sus relaciones con su familia y sociedad.  
Respecto a las medidas alternativas a la prisión efectiva, Prado (2010), las 
denomina también como sustitutivos o subrogados penales, son instrumentos 
que posibilitan la despenalización, más aún flexibilizado las decisiones punitivas 
del Estados, cuando estas se pronuncian sobre penas cortas privativas de 
libertad. Además Torres y Villacampa (2014) sostienen, que este tipo de 
alternativas tienes 02 rasgos en cuanto a su finalidad como la de evitar o reducir 
la pena privativa de libertad y en relación a su aplicación, suelen venir 
circunscritos a penas cortas de prisión, el mismo que tiene como finalidad la de 
evitar o disminuir la ejecución de penas privativas de la libertad, por instrumentos 
de despenalización o disminución del hacinamiento carcelario, teniendo su 
sustento en las experiencias criminológicas, ya que resultan contraproducentes 
atentando con el principio de humanidad de las penas.  
Respecto a los mecanismos de control personal, según Velásquez (2016), 
sostiene que este tipo de medidas pueden ser aplicadas tanto a favor de 
procesados y condenados, al cual se imponen limitaciones a la libertad personal, 
cuyo fin es asegurar el resultado del proceso, evitando algún tipo de 
obstaculización de averiguación de la verdad, evitar la reiterancia delictiva, y 
ejecución de posibles condenas. Villavicencio (2018), señala que este tipo de 
medidas limitan parcial o totalmente la libertad de una persona, su duración es 
provisional y se empleara de manera excepcional.  
Sobre su naturaleza jurídica, nuestra Corte Suprema a través del AP N° 02-
2019/CJ-116, la define como una medida (restricción específica de la 
comparecencia o pena convertida), que se controla mediante medios 
tecnológicos que permiten el desplazamiento espacial del sentenciado o 
procesado. Asimismo, se estableció su naturaleza: i) como pena, ii) como medida 
restrictiva y iii) como medida adicional a un beneficio penitenciario.  
Según el DS N° 012-2020-JUS, en su artículo 4° sostiene entre los supuestos de 
aplicación de la vigilancia electrónica personal, se tiene que la misma se da para 
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personas procesadas como medida alternativa a la prisión preventiva. Asimismo, 
como medida de cese o variación de la prisión preventiva, cuando se imponga 
detención domiciliaria, y para personas condenadas como alternativa a la pena 
privativa de libertad, como pena aplicable por conversión y como mecanismo de 
monitoreo adicional a las reglas de conducta cuando se concede un beneficio 
penitenciario como de liberación condicional o semilibertad. El mismo que según 
el artículo 7° de su reglamento, requiere del cumplimiento de 02 presupuestos, 
i) Técnico en cuanto a la disponibilidad del dispositivo e informe favorable de 
verificación técnica. ii) Jurídico en cuanto al cumplimiento de los supuestos de 
procedencia establecidos en el artículo 5 del D.Leg N° 1514. Aunado a ello, se 
tiene que puede ser solicitado por el Juez de oficio, Ministerio Publico o la 
persona procesada y condenada acorde a los artículos 8°, 9° y 10° del 
Reglamento, el mismo que deberá ir acompañado de documentación que 
acrediten: domicilio, condiciones de vida personal, laboral, familiar, antecedentes 
judiciales, penales, informes sociales y psicológicos, el mismo que es presentado 
ante el juzgado penal, o en caso sea un condenado a través del instituto Nacional 
Penitenciario.   
En síntesis, la caída del sistema penitenciario dio origen a la búsqueda de 
distintas alternativas a la prisión, de ahí que las llamadas penas alternativas, 
tengan la opción de someter al procesado o condenado a suficiente descarga 
punitiva en la propia sociedad a través de la penalización diversa, sin necesidad 
de recurrir a prisión. Además, Poza (1996), sostiene que las alternativas a la 
prisión surgen, tras la debacle de la pena privativa de libertad y del derecho 
penal, cuya legitimidad fue en su momento cuestionada por los resultados 
negativos de la denominada resocialización. En ese sentido, la doctrina reiteró 
el carácter de la pena de cárcel de ultima ratio o último recurso del derecho frente 
al delito.  
En cuanto al concepto de hacinamiento penitenciario, Medina (2017), señala que 
es aquella en la que los internos no cuentan con un espacio apropiado, 
visualizándose una sobrepoblación dentro de los penales, presentando ciertas 
características intramuros, como falta de infraestructura, insalubridad, trato 
indigno de internos, exposición a enfermedades, falta de alimentos. Asimismo. 
Noel (2015), define al hacinamiento penitenciario como la concentración 
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penitenciaria, que ostenta un porcentaje mayor al 100% de su capacidad, 
partiendo de personas privadas de su libertad, los mismos que superan una 
cantidad prevista, y debe entenderse que todo aquello que acontece en las 
cárceles siempre estará relacionado con el sistema de justicia penal, ello aunado 
a la presión del propio sistema por parte de políticos y ciudadanía en general.  
Por esta razón, nuestro Tribunal Constitucional, mediante STC N° 5436-2014-
PHC/TC, declaró el estado de cosas inconstitucional respecto del permanente y 
critico hacinamiento de las cárceles, así como las severas deficiencias de 
albergue, infraestructura, instalaciones sanitarias, seguridad, salud, entre otros 
servicios en todo el Perú. El mismo que exhortaba a los entes competentes 
(Ministerio de Justicia y Derechos Humanos), para que elabore un nuevo Plan 
Nacional de Política Penitenciaria 2021-2025, así como que el Ministerio de 
Economía y Finanzas adopte medidas para asegurar recursos que permitan el 
cumplimiento de la sentencia.  
Uno de los factores de hacinamiento penitenciario, según la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el delito – UNODC (2010), responde a un 
enfoque punitivo por parte de un Estado, sin enfocarse en la prevención, 
derivando ello en cárceles que albergan un número elevado de personas. Ello 
sumado a la presión externa para el endurecimiento de las políticas penales, sin 
embargo, concluye que el aumento de población carcelaria no responde a un 
índice elevado de delincuencia, sino al incremento de penas y duración de las 
mismas. Aguirre (2018), menciona que el hacinamiento penitenciario es una de 
las primordiales causas de la caída del propio sistema, incapaz de resocializar y 
reinsertar a sus internos en sociedad.  
Respecto a las causas del hacinamiento penitenciario, Carrasco (2014), 
menciona que la política penitenciaria, no cabe duda que es una de las líneas 
más importantes en cuanto a política criminal. No obstante, sus cárceles, 
principal forma de prevención social del delito y brazo ejecutor de la justicia 
penal, vienen enfrentando problemas de hacinamiento y déficit de 
infraestructura, personal y servicios. Todos aquellos grandes problemas que se 
suscitan internamente en sus establecimientos, se ven agravadas por su elevado 
índice de hacinamiento carcelario, esto debido a su sobrepoblación que según 
reportes del Instituto Nacional Penitenciario – INPE, a abril del 2021 tenía un 
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porcentaje de 111% por encima de su capacidad y alcance de servicios 
brindados, conllevando al colapso del sistema.  
Por otro lado, las causas que contribuyen al hacinamiento penitenciario, según 
el DS 011-2020-JUS, mediante el cual se aprueba la Política Nacional 
Penitenciaria al 2030, sostiene principalmente el elevado uso de la prisión 
preventiva, en aquellos casos que aún se encuentran bajo proceso de 
investigación, los mismos que comparten espacio con personas que ya se 
encuentra con sentencia firme por una diversidad de delitos, en ese sentido su 
uso debería darse de forma extraordinaria, el endurecimiento de penas y 
reducción de acceso a beneficios penitenciarios. En ese sentido se tiene que la 
política criminal adoptada por el Estado, ha repercutido enormemente en la 
sobrepoblación carcelaria. Además, existen numerosos trabajos que vinculan el 
crecimiento de poblaciones carcelarias con factores externos a la criminalidad y 
al sistema de justicia. Así Barros (2010), sostiene que el aumento de detenidos 
puede relacionarse tanto con un aumento de cierto tipo de criminalidad, como la 
de drogas o crímenes violentos, como a un incremento en la severidad de la 
legislación y condenas, y factores sociales, políticos y económicos. Ahora, se 
tiene que las consecuencias de este problema que se asocian al hacinamiento 
penitenciario, es la vulneración de los derechos de las personas privadas de su 
libertad, el mismo que se ve evidenciado con las inadecuadas condiciones de 
vida que hoy mismo se encuentran experimentando procesados y sentenciados, 
los que van de no contar mínimamente con servicios básicos, precaria 
alimentación y albergue, hasta el limitado acceso a programas de bienestar 
social.  
Las deficientes condiciones de atención en salud y servicios penitenciarios, 
según Carranza (2012), son los que generan y facilitan el contagio masivo de 
enfermedades entre internos, personal y visitas, el mismo que es una situación 
preocupante ya que se generan focos de contagio. En esa línea, factores como 
el hacinamiento, la deficiente clasificación y separación de la población 
carcelaria, las limitaciones en el tratamiento penitenciario, se asocian 
directamente al incremento delictual, al compartir espacios con distintos perfiles 





3.1. Tipo y diseño de investigación 
3.1.1. Tipo de investigación. La investigación realizada fue básica, como 
señala Rodríguez (2011) se orienta a buscar nuevos conocimientos y campos 
para investigar, pero durante la investigación no se persigue un fin práctico e 
inmediato, por lo que se busca conocer mejor las relaciones entre los fenómenos, 
pero no se ocupa de la utilización práctica del descubrimiento. Su finalidad 
fundamentalmente es el desarrollo de la ciencia, ya sea mediante su 
comprensión, explicación o su predicción.  
En tal sentido la presente investigación no tuvo un fin práctico, sino conocer a 
profundidad un fenómeno en concreto. Esto es la incidencia de la vigilancia 
electrónica personal frente al hacinamiento penitenciario en los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima, a través de su análisis, comprensión y explicación.  
3.1.2. Diseño de Investigación. Según Hernández (2014) en el enfoque 
cualitativo el diseño es el abordaje general que se utilizó en el proceso de 
investigación; además que de acuerdo a la particularidad de estudio se puede 
utilizar uno o varios diseños de investigación. 
Para el desarrollo de la presente investigación, se empleó los diseños de: Estudio 
de Caso y Teoría Fundamentada; como señala Tafur (2008). El primero de ellos 
consiste en desarrollar un análisis diseñado de múltiples casos o un solo caso, y 
el segundo, consiste en desarrollar una teoría fundamentada sobre los datos 
recogidos en trabajo de campo, mediante entrevistas a expertos. 
3.2 Categoría y subcategorías y matriz de categorización apriorística.  
Las categorías de la presente investigación son: “vigilancia electrónica personal” 
y el “hacinamiento penitenciario”. 
La primera categoría tiene como subcategorías a: “Mecanismos de control 
personal” y “Naturaleza jurídica de la vigilancia electrónica personal”; y la 
segunda categoría tiene como subcategorías a: “causas de hacinamiento 
penitenciario” y “consecuencias del hacinamiento penitenciario”; las mismas que 
se encuentran detalladas en el anexo N° 01 
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3.3 Escenario de estudio 
El escenario de estudio de la presente investigación fueron los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima, donde se viene implementando y aplicando la 
vigilancia electrónica personal. Actualmente las audiencias se desarrollan de 
manera virtual y los intervinientes pueden encontrarse en cualquier lugar y 
conectarse a la misma. 
 
3.4 Participantes 
Hernández (2018), refiere que los participantes se determinan considerando el 
tiempo, lugar y características. En esa línea para la presente investigación los 
participantes fueron los siguientes:  
 
Matriz de caracterización de expertos 
Nombres y Apellidos Profesión y grado 
académico 
Institución a la que 




John Franck Huerta 
Molina 





Carlos Miguel Zarpan 
Capuñay 





Ernie Augusto Llanos 
Neyra 




07 años y 
medio 
Jeans Arnol Velazco 
Hidalgo 





José Martin Mena Rengifo Abogado con grado de 
Doctor 










Tania Angelica Carrasco 
Silva 









Matriz de expedientes  
Expediente Órgano Jurisdiccional Delito 
11050-2019-1-1801-JR-PE-
52 
Trigésimo primer juzgado 
penal de Lima 
Uso de documento público 
falso y falsedad ideológica. 
 
074-2015-83-5001-JR-PE-01 
Primera Sala Penal de 
Apelaciones Nacional 
Permanente Especializada 
en Crimen Organizado - Lima 
 




2° Juzgado Especializado 
Penal de San Juan de 






Juzgado Supremo de 
Investigación Preparatoria – 
Lima 
 




Primera sala penal de 
apelaciones nacional 
permanente especializada en 
delitos de corrupción de 
funcionarios - Lima 
 
Asociación ilícita para 
delinquir y otro. 
 
23-2017-35-5501-JR-PE-03 
Primera Sala Penal de 
apelaciones Nacional 
permanente especializada en 





10° Juzgado Penal – Reos en 




Primera Sala Penal de 
apelaciones Nacional 
permanente especializada en 





Primera Sala Penal de 
apelaciones Nacional 
permanente especializada en 
crimen organizado - Lima 
 
Tráfico ilícito de drogas 
 
074-2015-84-5001-JR-PE-01 
Primera Sala Penal de 
Apelaciones Nacional 
Permanente Especializada 
en Crimen Organizado - Lima 
 





Matriz de informes INPE 
Mes Informe 
Enero – diciembre 2020 Informes Estadísticos mensuales 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
a. Técnicas
Como señala Arias (2020), las técnicas otorgan la respuesta al “¿Cómo hacer?”, 
en tal sentido permiten el desarrollo científico y metodológico de una 
investigación, por lo que las técnicas son el medio, mas no el fin en una 
investigación. Para el desarrollo de la presente investigación de enfoque 
cualitativo se utilizaron las siguientes técnicas: 
La entrevista a expertos, según Maletta (2019), es el proceso de acopio de 
información basado en una comunicación entre dos personas o más, a través de 
la conversación como herramienta principal. El mismo que permitirá conocer y 
extraer información relevante sobre la experiencia de cada entrevistado, que 
coadyuvará a describir y comprender acerca de la vigilancia electrónica personal, 
su aplicación e incidencia frente al hacinamiento penitenciario en los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima, 2020. El análisis de fuente documental, según 
Hernández (2018), es una técnica que permite revisar, descubrir materiales que 
parten de otros conocimientos y/o informaciones recogidas de cualquier realidad 
de manera selectiva. De modo que contribuya al propósito de estudio, donde se 
analizará y estudiará información contenida resoluciones judiciales, informes 
emitidos por el Instituto Nacional Penitenciario – INPE, vinculados directamente 
al análisis e incidencia de la vigilancia electrónica personal frente al hacinamiento 
penitenciario.  
b. Instrumentos
En cuanto a los instrumentos, Arias (2020) refiere que son las herramientas que 
se utilizan como apoyo obtener información y lograr el objetivo del estudio, son 
aplicados a los participantes del estudio. Para el desarrollo de la investigación 
se utilizaron los siguientes instrumentos: La guía de análisis documental, que 
sirvió para analizar de manera estructurada determinados documentos. En la 
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presente investigación el autor elaboró dos guías de análisis documental, la 
primera con el objetivo de recabar información de 10 resoluciones de los 
Órganos Jurisdiccionales de Lima que permitieron analizar la primera categoría 
de estudio, esto es vigilancia electrónica personal. Evaluando las razones de su 
aplicación o inaplicación en base al D.Leg N° 1514 y su reglamento. La segunda, 
guía de análisis documental se elaboró con el objetivo de analizar 12 informes 
del INPE donde se consideró fundamentalmente analizar las dos categorías: 
esto es vigilancia electrónica personal y hacinamiento penitenciario; evaluando 
la cantidad de grilletes electrónicos otorgados y la condición de hacinamiento de 
los establecimientos penitenciarios. La guía de entrevista que sirve para 
formular preguntas abiertas de una forma estructurada, ordenada y secuencial a 
fin de que el entrevistado conteste desde su propio punto de vista (Velazco, 
2018, p.73). fue aplicada a 07 expertos entre fiscales, jueces, abogados y 
funcionario del INPE con el objetivo de conocer la realidad respecto a las dos 
categorías materia de estudio; realizando diversas preguntas que permiten 
conocer respecto a la aplicación e implementación de la vigilancia electrónica; 
así como las condiciones de hacinamiento penitenciario.   
 
3.6 Procedimiento  
El procedimiento que se siguió para la recolección de los datos, en cuanto al 
análisis de fuente documental, aplicado a expedientes, se constituyó a la página 
web del Poder Judicial, donde se procedió a extraer y analizar 10 expedientes. 
Asimismo, me constituí a la página web del INPE, donde se procedió a extraer y 
analizar 12 informes estadísticos mensuales del año 2020, conforme a la guía 
de análisis documental que se elaboró previamente considerando ítems que 
permiten abordar el problema de investigación planteado y validado por tres 
expertos. Además, se desarrolló la entrevista a 07 expertos, para lo cual se 
coordinó de manera previa citas con los expertos, y se empleó medios 
tecnológicos como el Zoom, el audio y video para grabar la entrevista, realizada 
en base a una guía elaborada y validada de manera previa. Finalmente, para la 
discusión de resultados se realizó la triangulación de autores, teorías, datos, 
investigaciones y las conclusiones se establecieron en función a los objetivos 
establecidos.   
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3.7 Rigor científico 
Credibilidad. La investigación se desarrolló en base a fuentes documentales 
confiables, como documentos de organismos estatales: Poder Judicial, Tribunal 
Constitucional, así como tesis que obran en repositorios nacionales e 
internacionales y revistas indexadas. Además, para la recolección de la 
información se empleó propios expedientes que obran en el Poder Judicial e 
INPE.  Se entrevistó a jueces, fiscales, abogados y funcionario del INPE, que son 
parte del problema a investigar.  
Consistencia Lógica. Asimismo, la investigación tuvo consistencia lógica 
porque se planteó de manera coherente la problemática, objetivos e hipótesis, 
asimismo las teorías a desarrollar son las relacionadas directamente con las 
categorías, mediante un desarrollo coherente de las categorías y sub categorías 
planteadas. Asimismo, los instrumentos para recolección de datos serán 
establecidos de manera coherente a los objetivos planteados.  
Confirmabilidad. Los resultados que se consigan al aplicar los instrumentos 
permitirán confirmar si es cierto o no las hipótesis planteadas, además que no 
serán alterados los resultados obtenidos por sesgo personal del investigador. 
Transferibilidad: Finalmente, los conocimientos obtenidos en la presente 
investigación, podrán ser utilizados y citados en otros trabajos de investigación. 
 
3.8 Método de análisis de la información 
Para analizar la información se empleó el método hermenéutico, respecto a dicho 
método Rodríguez (2011) señala que permite el descubrimiento del significado 
de las cosas, así como interpretar de la mejor manera posible gestos, palabras, 
textos, escritos, o cualquier comportamiento, acto u obra humana. Por tanto, 
dicho método permitió al investigador realizar un adecuado análisis e 
interpretación de la información recabada, y formar un argumento correcto. 
 
3.9 Aspectos éticos  
En el desarrolló del presente trabajo se garantizó el cuidado del respeto a los 
derechos de los entrevistados, para lo cual se tomó en cuenta los Principios 
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Éticos del informe Belmont como son: la autonomía, al solicitar el consentimiento 
informado a los participantes, quienes aceptaron participar de manera previa a 
la entrevista. Asimismo, se respetó su capacidad de autodeterminación; la 
beneficencia debido a que se procuró que participen motivados por el deseo de 
ser útiles, para lo cual, en este trabajo se brindó información, asegurando y 
garantizando a los participantes que la información que proporcionen no será 
utilizada en su contra. Se respetó a la dignidad de los participantes al respetar 
su derecho a decidir voluntariamente si participaran en la investigación, sin el 
riesgo de represalias o a un trato prejuiciado. Finalmente, el respeto a la justicia 
al otorgar a cada uno de los entrevistados un trato justo, equitativo antes, durante 
y después de su participación, sin prejuicios y cumpliendo todos los acuerdos 





Para el logro del primer objetivo específico: Analizar la aplicación de la vigilancia 
electrónica personal en los Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020, se analizó 
10 expedientes (ver anexo 11), cuyos resultados fueron los siguientes: en 07 
expedientes los órganos Jurisdiccionales de Lima, declararon procedente la 
medida de vigilancia electrónica, siendo el caso de los expedientes (11050-2019-
1-1801-JR-PE-52, 074-2015-83-5001-JR-PE-01, 02191-2013-0-3002-JR-PE-02, 
23-2017-35-5501-JR-PE-03, 07575-2019-0-1801-JR-PE-43, 14-2017-33-5501-
JR-PE-03, 074-2015-84-5001-JR-PE-01), por encontrarse dentro de las 
causales de procedencia establecidas en los artículos  5.1°, 5.2°, 5.3° del D.Leg 
1514, cumplimiento de los presupuestos técnicos y jurídicos del artículo 7° del 
reglamento, asimismo estuvieron fundamentadas en documentación acorde al 
artículo 10° del reglamento como: Certificados domiciliarios, compromisos de 
trabajo, certificados de antecedentes judiciales y penales. informes de 
verificación técnica, certificado de conducta, constancia de régimen de vida, 
informes de evaluación semestral en el régimen cerrado ordinario, informes 
psicológicos, informes sociales para vigilancia electrónica personal, Informe 
Jurídico, Informe evaluativo del Consejo Técnico Penitenciario.   
Además, en base al principio de proporcionalidad, regulado en el artículo 5.1 a) 
del reglamento referente a los principios que orientan la aplicación de la vigilancia 
electrónica, requirió un análisis por parte del juzgador de las condiciones de 
mínima o mediana lesividad del hecho delictivo, condiciones personales de los 
agentes que permitan prever una reinserción social más efectiva en medio libre, 
en cada caso en concreto, asimismo se establecieron las reglas de conducta y 
la modalidad de vigilancia electrónica, atendiendo siempre a las condiciones  
personales familiares o sociales, y estado de salud de cada usuario. 
Lo interesante fue encontrar resoluciones por delitos excluidos según el numeral 
5.5, que al amparo del numeral 5.7 del D.Leg N° 1514 no eran aplicables a 
personas procesadas, pero cuando el plazo máximo de prisión preventiva se 
encontraba vencido y que el Ministerio Publico no haya formulado requerimiento 
fiscal acusatorio, para lo cual el Juez previa evaluación puede imponer la 
vigilancia electrónica personal, como medida de restricción adicional a la de 
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comparecencia, siempre que se encuentre fundamentada la proporcionalidad de 
la medida en relación a los fines del proceso.  
En los otros 03 expedientes se tiene que los órganos Jurisdiccionales de Lima, 
declararon improcedente (00019-2019-10-5001-JS-PE-01, 00044-2015-139-
5002-JR-PE-03, 124-2016-82-5001-JR-PE-01) la medida de vigilancia 
electrónica personal, debido al no cumplimiento del artículo 5.1 del D.Leg 1514 
respecto de la pena, así como estar inmersos en las causales de exclusión e 
improcedencia establecidas en los artículos 5.5°, 5.6°, el no cumplimiento de los 
presupuestos técnicos y jurídicos del artículo 7° del reglamento, asimismo no 
estuvieron fundamentadas en documentación acorde al artículo 10° del 
reglamento . Por consiguiente, no puede fundarse en base al principio de 
proporcionalidad en relación a los fines del proceso que orienta a la vigilancia 
electrónica personal, el juzgador analizó que estos no reunían condiciones de 
mínima o mediana lesividad del hecho delictivo, así como falta de condiciones 
personales respecto de los agentes que permitan prever una reinserción social 
en medio libre.  
Además, para el cumplimiento de este objetivo, se realizó la entrevista a expertos 
(Ver anexo 10), planteándoles la siguiente interrogante: ¿Cuál es su opinión 
sobre la aplicación de la vigilancia electrónica personal en los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima, 2020?, respondiendo el experto Mena Rengifo que la 
aplicación por parte de los Órganos Jurisdiccionales en Lima aún es mínima, la 
misma que se contrasta con los informes emitidos del INPE donde se da cuenta 
no solo de la incidencia de esta medida, sino de otras medidas que se 
encuentran implementadas frente al hacinamiento penitenciario; asimismo la 
experta Carrasco Silva refirió que su aplicación es mínima, y ello parte del poco 
presupuesto destinado a la implementación de la medida y la falta de personal 
capacitado en las diferentes instituciones que conforman el sistema judicial y 
penitenciario. 
También el experto Álvarez Ríos refirió que su aplicación aún es mínima, 
requiere una mayor difusión e implementación por parte de los organismos 
competentes, por su parte el experto Velazco Hidalgo sostuvo que su aplicación 
de momento es nula, en el sentido que no es muy solicitada por las partes, en 
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cuanto al experto Llanos Neyra refirió que el tema de la aplicación, es algo que 
se viene presentando en mínimos casos aún, normativamente la norma es 
específica y estructurada para beneficiar a muchos internos, asimismo el experto 
Huerta Molina refirió que ciertamente es una medida que colaborará no 
solamente al deshacinamiento de los establecimientos penitenciarios sino que, 
además permitirá que el procesado o sentenciado pueda cumplir con los fines 
de la privación de la libertad a la que está sujeto, esto es, permanezca en el 
proceso que se le sigue y a la resocialización de la pena, finalmente el experto 
Zarpan Capuñay refirió que la medida de vigilancia electrónica personal, es muy 
poco solicitada por parte del Ministerio Publico y las partes, considerando que 
esta medida conforme se vaya implementando y conociendo por los distintos 
operadores del Derecho, va a resultar muy beneficiosa para un grueso de la 
población penitenciaria. 
Asimismo, para el logro de este objetivo, a los expertos entrevistados se les 
planteo la siguiente pregunta: ¿Considera usted que el D.Leg N° 1514 contribuyó 
a optimizar la aplicación de la vigilancia electrónica personal en los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima, 2020?, respondiendo el experto Mena Rengifo que 
debido a lo acontecido con la pandemia, el Poder Ejecutivo en coordinación con 
el Ministerio de Justicia, Poder Judicial, Ministerio Publico, tomaron la decisión 
de poder deshacinar los penales debido a la emergencia sanitaria, toda vez que 
era un riesgo manejar internos que ingresaban a los penales y podrían 
contagiarse, situación por el cual el D.Leg N° 1514 será muy productivo y 
contribuirá al deshacinamiento, pero que encuentra limitaciones de orden 
logístico y presupuestario, que dificultan la adquisición de estos aparatos 
electrónicos.  
Por su parte la experta Carrasco Silva sostuvo que, respecto a la optimización 
por supuesto que sí, ya que la reciente norma faculta que puede ser declarada 
de oficio por el Juez, o a solicitud del ministerio Publico y del interesado, todo 
ello sustentando en base a informes técnicos y jurídicos, así como los 
presupuestos de procedencia, en ese sentido se tiene que la base normativa es 
buena, lo que toca es trabajar en su implementación, asimismo el experto 
Álvarez Ríos menciono que estos avances por parte del Estado, y concretamente 
el D.Leg N° 1514 lo que busca es optimizar la medida, para que, dentro de las 
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medidas alternativas a la pena, la vigilancia electrónica ocupe un lugar que 
favorezca al problema de hacinamiento penitenciario, y atendiendo que en Lima 
la población es mayor, pues esta medida se erigiría como una alternativa, 
siempre y cuando se realmente implementada como tal.   
Asimismo, el experto Velazco Hidalgo respondió que jurídicamente es correcto, 
por lo que su optimización en gran medida es aplaudible, el único tema a resolver 
es su implementación, de nada sirve tener normas si estas no tienen un soporte 
que las materialice, por su parte el experto Llanos Neyra sostuvo que El DLeg 
N°1514 incorpora el articulo 52-B en el código penal, donde establece la 
conversión de pena por vigilancia electrónica personal, pero entiéndanse que 
son para penas entre 4 a 10 años, penas menores, y si se encuentran en 
ejecución puede darse la conversión. Ahora en Perú se ha venido aplicando este 
DLeg N°1514, por supuesto, pero mínimamente y la ejecución debe darse en el 
domicilio que señale el condenado. El tema delicado es, quien asume los gastos, 
si bien la norma menciona que será el propio Estado que tendrá que, sobre 
costear esta medida, tendremos que analizar si esta es viable a largo plazo. 
Por su parte, el experto Huerta Molina refiere que el D.Leg N° 1514 pueda que 
impulse la aplicación de la vigilancia electrónica, sin embargo, ello no es 
suficiente, puesto que se requiere que el Ministerio de Justicia cumpla con 
brindar al INPE la logística necesaria para su masificación y así no sean inviables 
las medidas fundadas por los jueces penales a favor de la vigilancia electrónica, 
finalmente el experto Zarpan Capuñay indico que el D.Leg N° 1514 en definitiva 
le otorga una triple dimensión a la medida de vigilancia electrónica personal, 
tanto para personas procesadas, condenadas y para el caso de personas 
sentenciadas que obtengan un beneficio penitenciario, asimismo incorpora el 
articulo 52-B del Código Penal, el articulo 287-A al Código Procesal Penal. 
Para el logro del segundo objetivo específico: Identificar las recientes políticas 
adoptadas por el Estado Peruano frente al hacinamiento penitenciario, se 
recurrió a la guía de entrevista, se planteó la siguiente pregunta: ¿Considera 
usted que el Estado Peruano ha implementado políticas recientes a fin de reducir 
el hacinamiento penitenciario?, el experto Mena Rengifo refirió que en definitiva, 
si, la situación actual exige respuestas rápidas, las mismas que se han visto 
27 
 
materializadas a través del D.Leg N° 1514 respecto a la vigilancia electrónica 
personal, asimismo la experta Carrasco Silva mencionó que el  D.Leg N° 1514 
fue expedido el año pasado justamente a raíz de la pandemia, asimismo refiere 
que se han emitido otras normas dando facilidades a algunas condiciones y 
requisitos para la externacion de los internos que están próximos a cumplir su 
condena, no necesariamente a través de vigilancia electrónica, pero la finalidad 
de evocar el egreso de internos y evitar la propagación del COVID-19.  
Por su parte el experto Álvarez Ríos refirió que debemos entender que el 
problema de hacinamiento penitenciario, es algo que se viene dando desde hace 
muchos años atrás, buscando el Estado maneras y formas de evitarlas, por eso 
existe en nuestro código penal el artículo 28 respecto a la clase de penas, en 
ese sentido el D.Leg N° 1514 lo que busca es sancionar a aquel que cometió un 
delito mediante formas alternativas a la prisión, con el fin de reducir el 
hacinamiento, asimismo el experto Velazco Hidalgo menciono que el Estado ha 
implementado políticas a través de la dación de normas, pero más allá de estas, 
no se ha visualizado un cambio sustancial en cuanto a la aplicación de las 
mismas y que ello contribuya de manera trascendental al deshacinamiento, que 
finalmente ese fue su fin, donde se ha realizado una ponderación de la salud de 
los individuos frente a la libertad individual, considerando que desde el punto de 
vista jurídico y a la luz de una interpretación de la Constitución son normas que 
incluso han sido impulsadas por pronunciamiento y opiniones de entidades 
internacionales como la CIDH, sin embargo no he visto una política  de 
implementación real y efectiva por parte de los órganos estatales, sino que 
simplemente los jueces, fiscales y abogados se las arreglen en las diversas 
audiencias que han existido. 
Asimismo, el experto Llanos Neyra  menciono que se ha venido implementando 
y se ha hecho con motivo de la pandemia y hay que ser enfáticos en eso, porque 
este paquete legislativo tiene incidencia respecto a la pandemia COVID-19, 
porque si no se hubiera dado este contexto, considero particularmente que no 
hubiera podido aplicarse tan rápidamente esta institución como es la vigilancia 
electrónica personal, y hoy en día se está tratando de optimizarla, pero sin la 
pandemia que es una de las circunstancias objetivas no se habría implementado 
esta política, por su parte el experto Huerta Molina sostuvo que el hacinamiento 
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penitenciario es una problemática de vieja data, así lo ha señalado el Tribunal 
Constitucional en el expediente 05436-2014-PHC/TC, si bien los D. Leg N° 1513 
y D.Leg N° 1514 son leyes que han buscado reiterar el deshacinamiento de los 
establecimientos penitenciarios, flexibilizando el trámite de beneficios 
penitenciarios, conversiones de pena, cesaciones de prisiones preventivas, entre 
otros, ello a razón a una nueva circunstancia, el COVID-19. Sin embargo, no se 
han dado otro tipo de políticas públicas para promover el deshacinamiento 
penitenciario. 
Finalmente, el experto Zarpan Capuñay sostuvo que a raíz del virus del COVID-
19 es que el Estado Peruano a través de la Ley N° 31020, que fue la Ley que 
delega en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia penal, procesal 
penal y penitenciaria, con el fin de establecer medidas para el deshacinamiento, 
es que se legislan los D. Leg N° 1513 Y D. Leg N° 1514, entiendo que el ultimo 
es objeto de estudio respecto a la vigilancia electrónica personal. 
Asimismo, para el logro de este objetivo, a los expertos entrevistados se les 
planteo la siguiente pregunta: ¿Cuál es su opinión respecto al D.Leg N° 1514 
que fue promulgada para optimizar la aplicación de la medida de vigilancia 
electrónica personal como medida de coerción personal y sanción penal?, el 
experto Mena Rengifo refirió que es una medida plausible, aplaudible y muy 
favorable, pero debemos ver el tema presupuestario y logístico, ya que hacemos 
uso de aparatos electrónicos y el mismo es costoso, por lo cual el presupuesto 
que se tenía asignado para la adquisición de grilletes electrónicos, por el tema 
de pandemia fue direccionado para la compra de medicinas, instrumentos 
COVID, y lo de la vigilancia electrónica como que se paralizo y tuvo una pausa, 
asimismo la experta Carrasco Silva respondió que toda medida que contribuya 
al deshacinamiento es aplaudible, en ese sentido el D.Leg N° 1514 trae 
propuestas de aplicación muy interesantes tanto para procesados como 
sentenciados, por lo que estoy segura que si bien esta medida alternativa aun 
no es muy conocida, pero a medida que su aplicación se vaya haciendo más 




Asimismo, el experto Álvarez Ríos refirió que es aplaudible y beneficiosa, pero 
como señaló anteriormente, de nada valdría tener una norma que nos ofrece 
muchas posibilidades alternativas a la prisión, si cuando quien lo solicite se vea 
limitado por un tema logístico propio de la falta de los grilletes, en ese sentido 
como medida de coerción y concretamente alternativa a la prisión preventiva, 
pues es muy valiosa , ya que un gran porcentaje de internos están por prisiones 
preventivas, por lo cual si esta política del Estado continua en impulsar esta 
medida, será muy beneficiosa, por su parte Velazco Hidalgo sostuvo que haberle 
otorgado a esta medida una triple dimensión de aplicación, me parece 
jurídicamente correcto, pero nuevamente reitero, en cuanto a su aplicación real, 
no se han visto mayores visos que el tridimensionar la aplicación de estas 
medidas implica un gasto público de implementación. Por ejemplo, cuando 
otorgamos los beneficios primero ello implica un procedimiento al interno, en 
donde el Estado tiene que cubrir los gastos de un psicólogo, asistenta social para 
que realice los informes respectivos y se arme el expediente administrativo y eso 
ya implica un gasto. Considero que finalmente en muchos aspectos termina 
siendo letra muerta, porque yo como fiscal particularmente no pediría, porque 
irrogaría gastos al Estado, salvo ciertos casos, considerando que es más viable 
ante una medida de coerción en donde uno busca someter al procesado y 
asegurar la presencia en el proceso.  
Por su parte el experto Llanos Neyra señalo que es favorable, más aún cuando 
esta tiene una triple dimensión, como lo señaló hace un momento, por lo que con 
este D.Leg N° 1514 se optimiza la su aplicación respecto de aquellas 
confusiones de interpretación de la norma por parte de los jueces, asimismo John 
Franck Huerta Molina respondió que como se indicó el D.Leg N° 1514 no sólo 
obedece a la problemática del hacinamiento carcelario sino además a la 
circunstancia del COVID-19, en ese entender, tanto el D.Leg N° 1514 como el 
D.Leg N° 1513, a fin de evitar una calamidad dentro del sistema de salud 
penitenciario flexibiliza los procedimientos e impulsa la aplicación de la vigilancia 
electrónica, loables normas, pero cabe señalar que no son automáticas puesto 




Finalmente, el experto Zarpan Capuñay indico que es una norma bien 
estructurada que, en definitiva, brinda las herramientas necesarias para hacer 
frente al hacinamiento penitenciario, el tema ahora pasa por su implementación, 
ya que, si se habla de vigilancia electrónica personal, necesariamente tienen que 
existir los grilletes electrónicos, por lo que, si bien esta norma es positiva, la 
misma debe implementarse para su puesta a disposición en la normal procesal.  
Asimismo, para el logro de este objetivo, a los expertos entrevistados se les 
planteó la siguiente pregunta: ¿Considera usted que el Estado Peruano a través 
de sus recientes políticas ha contribuido realmente al deshacinamiento 
penitenciario?, el experto Mena Rengifo respondió que con la promulgación de 
los D.Leg N° 1513 Y D.Leg N° 1514, viendo la necesidad de palear el 
hacinamiento de los penales, en ciertas medidas se ha podido notar en los 
establecimientos a nivel nacional una beneficiosa aplicación que se han surtido 
en los internos con penas mínimas y así evitar su reincidencia, por lo cual de 
perseguirse e implementarse será beneficiosa para poder deshacinar los 
penales a nivel nacional, por su parte la experta Carrasco Silva sostuvo que ese 
fue el objetivo con la promulgación de los decretos legislativos, por lo que su 
implementación es un gran reto que tiene a favor del deshacinamiento, ya que 
de nada sirve dictar normas como esta de gran impacto, pero que, si no van 
acompañada de una política que favorezcan a su fin, como es en la adquisición 
de los grilletes, eso evidenciara una clara contradicción.   
Por su parte el experto Álvarez Ríos sostuvo que era la idea, y se ven reflejadas 
en sus normas, conozco que ha destinado un presupuesto en concreto al tema 
de vigilancia electrónica personal, por lo que en la medida que el Estado se vaya 
abasteciendo de estos aparatos, y paralelamente capacitando a sus operadores, 
la medida contribuirá realmente al deshacinamiento penitenciario, asimismo 
Velazco Hidalgo menciono que la finalidad de este paquete de normas que se 
dio en el 2020 a raíz de la pandemia, era justamente el deshacinamiento en los 
penales, pero concretamente respecto a la aplicación de la vigilancia electrónica 
como una alternativa no ha tenido mayor contribución. 
Asimismo, Llanos Neyra respondió que han tenido un impacto, pero desde mi 
perspectiva no es tan significativo, ya que su aplicación no se ha dado de manera 
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inmediata como había previsto el legislador, por su parte Huerta Molina 
respondió que la respuesta es negativa, no existe una real incidencia positiva 
respecto a la aminoración de la población penitenciaria, si bien el D.Leg N° 1513 
y D.Leg N° 1514, simplifican procedimientos, sin embargo, ello no resta la 
valoración del juez para conceder otro método de control de la libertad personal, 
sea con la vigilancia electrónica, más aún cuando se puede advertir que la 
fundabilidad respecto a la vigilancia electrónica no puede ser concretizada por el 
INPE. 
Finalmente, el experto Zarpan Capuñay sostuvo que las normas están 
orientadas a ese fin, por lo que a nivel de las distintas normas y políticas que ha 
venido optando el Estado Peruano, y en base a los índices de egresos de 
internos, se tiene que ha venido teniendo efectos positivos, pero concretamente 
el D. Leg N° 1514 se tiene que no ha generado mayor repercusión respecto al 
deshacinamiento penitenciario. 
Para el logro del tercer objetivo específico: Analizar las causas que limitan la 
adecuada implementación de la vigilancia electrónica personal frente al 
hacinamiento penitenciario, para ello recurrimos a la guía de entrevista a 
expertos, en la cual se planteó la siguiente pregunta: ¿Qué considera usted que 
estaría limitando la adecuada implementación de la vigilancia electrónica 
personal frente al hacinamiento penitenciario?, el experto Mena Rengifo 
menciono que uno de los factores primordiales es el económico, los grilletes son 
muy costosos, ya que mensualmente se tiene que pagar un servicio a una 
empresa proveedora, que nos brinda ese servicio de sistema de vigilancia, luego 
un factor burocrático, ya que, en misma ciudad de Lima, en algunos centros 
penales, no existen empresas que provean el servicio y eso ha limitado en parte 
su ampliación a los distintos penales de Lima y provincia, asimismo la experta 
Carrasco Silva señalo que el factor principal es el presupuestario, ya que estaría 
limitando su adecuada implementación, ya que de nada sirve dar normas si están 
no van a poder ser materializadas en la práctica, porque dentro de la población 
penitenciaria son muchos aquellos que podrían verse beneficiados con la 
aplicación de esta medida. 
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Asimismo, el experto Álvarez Ríos menciono que debemos entender que aquí, 
el máximo reto es comprar los grilletes, y para ello el Estado debe desembolsar 
un presupuesto, y en esos trámites por más que exista buena intención de querer 
incorporar esta medida, necesitamos dinero y estos grilletes pues no cuestan 
barato, y ahora estos tienen que ser solventados por el Estado, dado que la 
administración va a estar a cargo del INPE, y debemos analizar que no solo es 
invertir por invertir, sino ver si realmente funciona, pero la intención está muy 
buena,  por su parte el experto Velazco Hidalgo indico que el presupuesto, y si 
bien esta es una medida se encuentra implementada en Lima y Callao, y por 
conocidos tengo conocimiento que ni en Lima y el Callao tampoco lo aplican, 
justamente es por un tema de disponibilidad presupuestal, logística, etc. 
Asimismo, el experto Llanos Neyra respondió que el costo de todas maneras, de 
los equipos para poder implementarse, y quien lo va a cubrir, porque imagínate 
estas recargando un costo al Estado para poder aplicarlo, y si aplicamos eso a 
la inversa como anteriormente estuvo reglamentada, estaríamos hablando que 
sería selectivo, solo los que tenían un poder adquisitivo podrían acceder, y lo 
que se trata es que la justicia sea igual para todos, entonces ahí identificamos 
un problema que desde mi perspectiva es económico, por su parte el experto 
Huerta Molina menciono que la falta de implementación logística y humana al 
INPE a efectos de realizar la vigilancia electrónica es una limitación que ha 
calado en su implementación a gran escala, es decir, el tema presupuestario y 
que el D.Leg N° 1514 ya había previsto conforme a su disposición 
complementaria final.  
Finalmente, el experto Zarpan Capuñay indico que toda norma, en definitiva, 
siempre tiene buenas intenciones, y al tocar un tema sensible de hacinamiento 
penitenciario, de larga data, por lo que en primer lugar debemos partir desde una 
política integral del Estado, asimismo de disponibilidad presupuestaria y mayor 
soporte logístico de los diferentes actores que intervienen en el proceso penal, 
así como de su ejecución.  
Asimismo, para el logro de este objetivo, a los expertos entrevistados se les 
planteó la siguiente pregunta:¿Qué considera usted que podría mejorarse para 
una óptima implementación de la vigilancia electrónica personal frente al 
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hacinamiento penitenciario?, el experto Mena Rengifo considero como primer 
punto, contar con más empresas proveedoras que brinden este tipo de servicio 
y poder canalizarlo a través del Poder Judicial, como ente administrador de 
Justicia nos puede también financiar o apoyar, ya que el presupuesto del INPE 
se ha reducido enormemente por el tema de la pandemia, presupuesto en tema 
de personal, ya que el tratamiento no solo es con el interno, si no es con el 
personal que los atiende, a fin de poder llevar un tratamiento más eficiente, por 
su parte la experta Carrasco Silva sostuvo que el Estado debería evaluar sus 
políticas públicas, evaluar opciones de como el estado podría agenciarse de 
grilletes electrónicos que cumplan las condiciones técnicas para efectos de 
ponerla en práctica. Si bien el factor presupuestario es uno de los más 
relevantes, asimismo debería difundirse, capacitarse a los operadores de justicia 
para su mayor aplicación y todo eso requiere acción por parte del Estado.  
Asimismo, el experto Álvarez Ríos indico que para una mejor aplicación, 
capacitación a todos los operadores jurídicos y en cuando a implementación la 
misma debe partir de una policita criminal por parte del Estado, en asumir los 
costos y cuantificar los beneficios, esa es la línea que debe seguir, por lo demás 
como lo vuelvo a mencionar, la medida resulta beneficiosa, por su parte el 
experto Velazco Hidalgo sostuvo que con la última ley, quien tiene que asumir 
los gastos es el propio Estado, pero recae en la dependencia del INPE, y el INPE 
no cuenta con la capacidad de psicólogos, asistentes sociales, por no solamente 
para la dación de la medida es solo el grillete, sino que el mismo va acompañada 
de informes, que cuando se piden solo se llenan unos formatos, por penal hay 1 
o 2 asistentes sociales, entonces el fiscal que va a una audiencia de vigilancia 
electrónica, se va a oponer lógicamente, porque no existe una materialización 
correcta en esos documentos que son exigibles como presupuestos para 
otorgarse la vigilancia electrónica personal. En ese sentido hablamos de una 
mejora de política presupuestaria, mayor logística que dotar a los distintos 
actores que intervienen. 
Por su parte el experto Llanos Neyra considero tener un mayor presupuesto para 
el tema del INPE y la ejecución a través del ministerio pertinente para la 
aplicación de estas políticas públicas, la misma que debe ser ejecutada 
gradualmente, porque los presupuestos en materia económica son aprobados 
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año a años, para poder implementarla de manera efectiva. Véase el caso de la 
implementación del Código Procesal Penal que han pasado 17 años 
aproximadamente, asimismo el experto Huerta Molina indico que como ya se 
viene reiterando, el tema presupuestario es relevante para que cuando el 
juzgado penal disponga la utilización de vigilancia electrónica y esta pueda 
efectivizarse, incluso en el plazo legal que dispone el D. Leg N° 1514.  
Finalmente, el experto Zarpan Capuñay respondió que como el financiamiento 
de la medida de vigilancia electrónica personal está a cargo del INPE, como 
integrante del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, y atendiendo que los 
grilletes electrónicos son costosos, se debería incrementar el presupuesto anual 
destinado al INPE, así como dotar de mayor logística a las instituciones que 
interviene respecto al otorgamiento de la medida, ya que de nada sirve tener una 
buena norma, sin un respaldo presupuestario y logístico. 
Asimismo, para el logro de este objetivo, a los expertos entrevistados se les 
planteó la siguiente pregunta:¿Considera usted que tiene algo más que 
agregar?, por lo que el experto Mena Rengifo agrego de acuerdo a estas 
medidas a través de los decretos legislativos, en cierta medida se paleado el 
tópico de hacinamiento penitenciario en los penales, pero sería más efectivo si 
el Poder Judicial al incrementarse la delincuencia, la fiscalía debería requerir 
medidas limitativas como el arresto domiciliario, conversiones de pena, que 
podrían tratar de frenar el ingreso de internos a los penales, porque no solamente 
con las prisiones preventivas, se pone alto a los problemas de la sociedad, sino 
por el contrario con estos procesos, la carga del costo social, se la carga el INPE, 
instando al Poder judicial criterios de tino al momento de fundar medidas 
privativas de libertad y tenga un trato más humanitario. 
Por su parte la experta Carrasco Silva agrego que yo estoy muy a favor de la 
implementación de medidas novedosas, como es el caso de la vigilancia 
electrónica y si el Estado tiene a bien implementarla en todo el país, pues sería 
una medida aplaudida por muchos operadores de justicia, pero lógicamente tiene 
que haber un trabajo articulado por el Estado para vigilar y estar en control del 
sentenciado o procesado que pueda hacer uso de esta medida y definitivamente 
es una medida que va en vanguardia al desarrollo y evolución respecto al 
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tratamiento de interno en medio libre, asimismo el experto Álvarez Ríos agrego 
que el tema a colación, es un tema importante, siempre y cuando sea conocido, 
socialmente hablando, mucha gente que tiene familiares purgando condena y 
siempre que cumpla los requisitos, va a solicitar esto. Otro detalle es no quitarle 
merito al Estado en la búsqueda de oxigenar los penales, con alternativas 
punitivas por parte del Estado, al margen claro está, de un tema presupuestario 
y logístico que debe ir corrigiéndose en el tiempo.   
Asimismo, el experto Velazco Hidalgo agrego que jurídicamente a la luz de una 
interpretación conforme a la constitución, si uno pondera en la época que 
vivimos, una época de pandemia, en donde uno de los principios básicos del 
Estado es garantizar la salud pública, considero que la vigilancia electrónica si 
es una medida necesaria, que podría encajar si hacemos el test de 
proporcionalidad en el sub principio de necesidad, en ese sentido es una medida 
alternativa que debería utilizarse para contribuir que los establecimientos 
penitenciarios se deshacinen y se puedan dar cumplimiento a los fines del 
proceso penal y de la pena, por su parte el experto Llanos Neyra agrego la 
vigilancia electrónica personal, estoy convencido que con el pasar del tiempo se 
va a aplicar en gran medida y vamos a tener como en otros países, mayor 
frecuencia beneficiosa para todo el ordenamiento penal, procesal y de ejecución 
penal. 
Asimismo, el experto Huerta Molina agrego que la vigilancia electrónica personal 
como mecanismo de control para monitorear el desplazamiento de los 
procesados o condenados no sólo es importante para el deshacinar 
establecimientos penitenciarios sino además para que exista un respeto a los 
demás derechos de los internos que per se tiene toda persona, el derecho a la 
salud, a una vida digna, a la vida, entre otros. El deshacinamiento se puede 
lograr creando más establecimientos penitenciarios o privatizándolos, pero la 
vigilancia electrónica personal logra más que eso, es decir, garantizar una 
efectiva resocialización y respeto de los derechos humanos.   
El experto Zarpan Capuñay, indico que la medida de vigilancia electrónica, es 
replicada de países europeos, Estados Unidos, Colombia, donde esta medida ha 
resultado muy beneficiosa frente al hacinamiento de los penales, por lo que, si el 
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Estado ha destinado implementar dicha medida en el ordenamiento procesal, 
aplaudo el mismo, pero también debe consolidarse y difundirse para su mayor 
aplicación y repercusión. 
Finalmente, respecto al objetivo general consistente en Determinar la incidencia 
de la vigilancia electrónica personal frente al hacinamiento penitenciario en los 
Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020, para ello recurrimos a la guía de 
análisis documental de  12 informes estadísticos mensuales emitidos por el INPE 
durante el año 2020, cuyos resultados fueron los siguientes: Al mes de enero del 
2020 la población del sistema penitenciario compuesto por procesados y 
sentenciados en la Oficina Regional de Lima era de 45,421 internos, asimismo 
se observa que la cantidad de grilletes electrónicos otorgados fueron  24, 
verificándose la poca incidencia de la medida de vigilancia electrónica personal 
la que no habría tenido incidencia en el deshacinamiento penitenciario en los 
Órganos Jurisdiccionales de Lima, debido a que los penales continúan en estado 
de hacinamiento.  
Al mes de diciembre del 2020 la población del sistema penitenciario compuesto 
por procesados y sentenciados en la Oficina Regional de Lima fue de 41,508 
internos, registrándose un egreso de 3913 internos y el otorgamiento de 27 
grilletes electrónicos, verificándose disminución de la población penitenciaria, 
pero baja incidencia de la medida de vigilancia electrónica personal, la que no 
habría tenido incidencia en el deshacinamiento penitenciario en los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima, debido a que los penales continúan en estado de 
hacinamiento. 
Finalmente, para lograr el objetivo general, se recurrió a la guía de entrevista a 
expertos, en la cual se planteó la siguiente pregunta: ¿Cuál es la apreciación que 
tiene usted respecto a la aplicación e implementación de la vigilancia electrónica 
personal en los Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020?, respondiendo el 
experto Mena Rengifo que la presente medida se debió a la necesidad de poder 
deshacinar centros penitenciarios, la cual ha sido en cierta medida oportuna, 
debido a que, desde su creación, la misma no se encontró reglamentada buen 
tiempo, hasta que se emitió la normativa del 2017 – D.Leg N° 1322 y su 
modificatoria, con la cual se pudo dar libertad a personas que cumplían requisitos 
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formales que establecía la normativa (Art 5 del D.Leg N° 1322), por lo que su 
aplicación viene siendo oportuna, por otro lado la experta Carrasco Silva indico 
que el tema de la aplicación e implementación es un tema novedoso en el país, 
se ha emitido a raíz del tema de la pandemia, como una medida para buscar el 
deshacinamiento de los penales y dar una alternativa para que se pueda seguir 
cumpliendo una pena por sentenciados y procesados fuera de los penales, por 
lo que considera buena, más aún si estamos en una etapa de desarrollo, en 
búsqueda de alternativas igualmente beneficiosas para el Estado. 
Asimismo, el experto Álvarez Ríos señalo que el tema que traes a colación es un 
tema muy interesante, solo en el aspecto de la aplicación real es novedosa, lo 
cual trae a colación el miedo de si realmente va a ser efectiva y va a cumplir con 
su función. Efectivamente todo aquello que conlleve a mejorar las condiciones 
carcelarias, o que exista una manera de limitar o sancionar a las personas que 
han cometido un delito y optar por otras medidas alternativas a modo de sanción 
es positivo para dejar de poblar las cárceles, a nivel nacional pues las cárceles 
no han sido construidas para albergar mayor capacidad de internos como sucede 
actualmente. 
Por su parte el experto Velazco Hidalgo indico que desde mi campo de 
experiencia en la ciudad de Lima como fiscal, he notado una aplicación casi nula 
de la vigilancia electrónica, particularmente yo no he tenido casos, no he 
solicitado de oficio, y tampoco las partes, se sigue discutiendo en tanto medidas 
coercitivas procesales de una u otra parte prisión preventiva, detención 
domiciliaria, y nos regimos por los mecanismos tradicionales, así que ha decir 
verdad, su aplicación es mínima y respecto a su implementación por falta de una 
política estatal, ya que muchas veces se implementan leyes, pero no se 
implementan la forma como se van a aplicar, y ese considero que ha sido un 
error del Ejecutivo. 
Asimismo el experto Llanos Neyra  considero que la política que ha 
implementado el Gobierno Peruano para poner en vigencia la vigilancia 
electrónica personal tiene una triple dimensión, como medida de coerción 
personal, como una pena e incluso para los denominados beneficios 
penitenciarios premiales en ejecución de la condena, lo que se ha buscado es 
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que se implemente, pero como todo es progresivo, y a la fecha tenemos el 
acuerdo plenario 02-2019 en el cual se ha desarrollado este instituto jurídico pero 
no tiene más de 30 casos en el Perú en donde se hayan aplicado, todavía está 
en una fase inicial primigenia, pero que si tiene efectos jurídicos actualmente, 
por otra parte el experto Huerta Molina señalo que la vigilancia electrónica 
personal fue establecida mediante Ley N° 29499, publicada el 19 de enero de 
2010, por lo que las leyes posteriores respecto a este mecanismo de control, 
modifican y complementan lo que ya se encontrado regulado. Respecto a su 
aplicación e implementación es conocido que es limitada por los órganos 
jurisdiccional de Lima, en tanto el INPE aún no cuenta con la logística necesaria 
para hacer efectivo este tipo de control.  
Finalmente, el experto Zarpan Capuñay, señalo que mediante Ley N° 31020, el 
Poder Ejecutivo legislo en materia penal, procesal penal y penitenciaria, a fin de 
establecer medidas para el deshacinamiento por riesgo de contagio de virus 
COVID-19, en ese sentido se da el D.Leg N° 1514 que optimiza la aplicación de 
la medida de vigilancia electrónica personal, respecto a la aplicación se tiene que 
está aún se viene dando a nivel de Lima y el departamento Constitucional del 
Callao, por lo que es mínima, y respecto a su implementación se tiene que el 
INPE es el responsable, quien asume íntegramente los costos que supone la 
ejecución y supervisión de la medida, la misma que por falta de una 
presupuestaria se ve limitada. 
Finalmente, también se preguntó a los expertos lo siguiente:¿Considera usted 
que la vigilancia electrónica personal es una medida que incide frente el 
hacinamiento penitenciario en los Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020? por 
lo que el experto Mena Rengifo agrego si, en cierta medida si incide, pero como 
ha sido implementado en un inicio como un plan piloto en la ciudad de Lima, en 
algunos casos se fueron haciendo efectivas, tanto para procesados como 
sentenciados, como es el caso de las internas de Santa Mónica y Virgen de 
Fátima, en la que el INPE tenía la labor principal de hacer cumplir su vigilancia 
vía remota mediante circuitos que fueron financiados por el INPE para hacer 
efectivas las decisiones de los órganos jurisdiccionales y ejercer control para que 
los internos no vuelvan a reincidir una vez que hayan cumplido su libertad 
asistida, por lo que la incidencia frente el hacinamiento penitenciario es limitada. 
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Asimismo, la experta Carrasco Silva indico que no podríamos hablar aun de 
incidencia, por el poco tiempo que tiene la norma, pero considero que su impacto 
será beneficioso a largo plazo, con la mayor adquisición de grilletes electrónicos 
por parte del Estado, lo que de todas maneras incidirá e impactada a gran parte 
de la población penitenciaria, por su parte el experto Álvarez Ríos expreso que 
legalmente es buena alternativa, hablando fácticamente es un sueño, porque hay 
que entender que solo se aplica en Lima y la Provincia Constitucional del Callao 
y no a nivel Nacional, entonces si solo nos avocamos a los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima, la figura no cambia mucho, ya que su implementación 
y uso es mínima, por lo que frente al hacinamiento penitenciario no tiene mayor 
repercusión, asimismo el experto Velazco Hidalgo expreso que normativamente 
en el papel a eso apuntaba, pero en la práctica no hay incidencia real, porque no 
se está utilizando por varias razones, primero porque es una medida costosa, y 
finalmente por falta de una Política Estatal, no visualizándose en ese sentido 
deshacinamiento penitenciario.   
Asimismo el experto Llanos Neyra  señalo que actualmente no en gran medida, 
pero definitivamente es una medida que va a incidir directamente en el 
hacinamiento penitenciario, y si esta se aplica, se va a variar la pena, lo mismo 
sucede con las medidas coercitivas, si se aplicarían supletoriamente, los penales 
tendrían a reducir la cantidad de personas que están recluidas, por lo que si 
tendría una incidencia directa, el tema es su aplicación práctica, por su parte el 
experto Huerta Molina indico que en teoría es una medida loable para aminorar 
el hacinamiento penitenciario, sin embargo, la incidencia de su aplicación por los 
órganos jurisdiccionales es mínima por no decir nula. 
Finalmente, el experto Zarpan Capuñay señalo que según datos estadísticos del 
propio INPE, se tiene que la vigilancia electrónica personal como medida 
coercitiva personal y sanción penal no vendría incidiendo frente el hacinamiento 
penitenciario, atendiendo a factores presupuestarios, que limitan su 
implementación, y por ende la materialización de la medida como alternativa a la 




En cuanto a analizar la aplicación de la vigilancia electrónica personal en los 
órganos jurisdiccionales de Lima, 2020, se ha comprobado la hipótesis 
planteada, ya que a partir del análisis documental de 10 resoluciones judiciales 
se ha evidenciado que si bien 07 resoluciones fueron declaradas procedentes 
(11050-2019-1-1801-JR-PE-52, 074-2015-83-5001-JR-PE-01, 02191-2013-0-
3002-JR-PE-02, 23-2017-35-5501-JR-PE-03, 07575-2019-0-1801-JR-PE-43, 
14-2017-33-5501-JR-PE-03, 074-2015-84-5001-JR-PE-01), su aplicación en el 
año 2020 fue mínima, , situación que se ajusta a lo señalado por Campos (2020) 
citado en el marco teórico, quien refiere que el legislador ha venido realizando 
sus máximos esfuerzos para deshacinar las cárceles, ampliando la pena, sin 
embargo debido a su baja aplicación, el numero de excarcelados que se 
esperaba, apenas alcanza a un par de decenas de internos liberados. 
Este resultado se relaciona con lo sostenido por la mayoría de los expertos: 
Mena Rengifo, Carrasco Silva, Álvarez Ríos, Llanos Neyra y Zarpan Capuñay, 
quienes refirieron que la aplicación de la vigilancia electrónica personal en los 
órganos Jurisdiccionales de Lima es mínima en relación al número de posibles 
beneficiarios, la misma que se refuerza con el articulo científico de Uscamayta 
(2016), citado en el marco teórico, quien al realizar un análisis de la Ley N° 29499 
concluyo que si bien existe la Ley de vigilancia electrónica y su reglamento, sin 
embargo en la practica la misma no se ejecuta atendiendo a la falta de 
implementación por hacer viable las decisiones de los jueces penales, caso 
totalmente distante a lo que acontece en Colombia, tal y como lo señala Trujillo 
(2015) citado en el marco teórico, quien concluyo que el numero de personas 
beneficiarias en Colombia es uno de los mas elevados del mundo, señalando 
adicionalmente que su implementación reduce costos para el Estado 
notablemente.  
Sin embargo, el experto Velazco Hidalgo sostiene que la aplicación de vigilancia 
electrónica es nula, no siendo solicitada por las partes, opinión que discrepo en 
el sentido de que, si bien su aplicación es mínimamente, eso no quiere decir que 
sea nula, la misma que se contrasta con los casos analizados en la presente 
investigación.  
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Asimismo, debo señalar que en las resoluciones judiciales (074-2015-83-5001-
JR-PE-01, 23-2017-35-5501-JR-PE-03, 074-2015-84-5001-JR-PE-01) que 
fueron declaradas procedentes, estás fueron por delitos excluidos de la norma 
(lavado de activos, Organización criminal), pero en base al artículo 5.7 del D.Leg 
N° 1514, no se aplican los supuestos del articulo 5.5, a personas procesadas 
que se encuentran con el plazo máximo de prisión preventiva vencida y que el 
Ministerio publico no haya formulado requerimiento acusatorio, pudiendo el Juez 
imponer la vigilancia electrónica personal, como medida de restricción adicional 
a la de comparecencia, siempre que se fundamente la proporcionalidad de la 
medida.  
Debemos tener presente, que este resultado, si bien no es alentador, por su 
mínima aplicación, asimismo debemos señalar que se relaciona con lo sostenido 
por la mayoría de expertos: Mena Rengifo, Carrasco Silva, Álvarez Ríos, Llanos 
Neyra y Zarpan Capuñay, quienes refirieron que jurídicamente el D.Leg N° 1514 
es correcta, por la ampliación de los supuestos de procedencia, pudiendo incluso 
solicitarse en varias audiencias (prisión preventiva, audiencia de lectura de 
sentencia, terminación anticipada, conclusión anticipada del juicio oral, por 
conversión en vía de ejecución), por lo que si bien esta aun no se encuentra 
debidamente implementada, aportara en reducir el estado de hacinamiento de 
los penales de la Región Lima, la misma que se refuerza con lo señalado en el 
Acuerdo Plenario N° 02-2019/CJ-116, quien sostiene que la vigilancia electrónica 
tiene naturaleza múltiple, para proporcionar opciones en libertad al interno sujeto 
al sistema penal.  
Posición que se refuerza con lo señalado por el experto Velazco Hidalgo, quien 
señalo que jurídicamente fue correcto, el único tema a resolver será su 
implementación, de nada sirve tener normas si estas no tienen un soporte que 
las materialice, y justamente la medida de vigilancia electrónica como punto de 
partida, requiere el cumplimiento de requisitos de procedencia, documentación 
necesaria para poder fundamentarse y el grillete electrónico a disposición, 
siendo este último el mayor reto del Estado, posición ultima que respalda el 
experto Huerta Molina al referir que se requiere que el Ministerio de Justicia, 
cumpla con brindar al INPE la logística necesaria para su masificación y así no 
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sean inviables las medidas fundadas por los jueces penales a favor de la 
vigilancia electrónica.  
En cuanto a identificar las recientes políticas adoptadas por el Estado Peruano 
frente al hacinamiento penitenciario, es preciso tener en cuenta lo referido por 
los expertos: Mena Rengifo, Carrasco Silva, Álvarez Ríos, Velazco Hidalgo, 
Llanos Neyra, Huerta Molina y Zarpan Capuñay, quienes por mayoría refirieron 
que el Estado Peruano implemento una política para hacer frente al tema de 
hacinamiento mediante la dación del D.Leg N° 1514, el mismo que fue producto 
de diversos pronunciamiento de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos  y la Sentencia del Tribunal Constitucional  N° 05436-2014-PHC/TC 
que declaro el estado de cosas inconstitucional respecto ale estado de 
hacinamiento en los centros penitenciarios a nivel nacional.  
En ese sentido, el experto Jeans Velazco refirió que con la dación de este D.Leg 
N° 1514, el Estado realizó una ponderación de la salud de los individuos frente 
a la libertad individual, esto último que se relacionó con la teoría de los derechos 
fundamentales de Alexy (2010) citado en el marco teórico, quien propuso indagar 
estructuras que partan de la concepción de derechos fundamentales, 
posibilitando la resocialización del individuo bajo parámetros de dignidad, acceso 
a la salud, asimismo Cea (2002) citado en el marco teórico, sostiene que los 
derechos fundamentales desde su concepción fluyen de la dignidad humana, 
que deben ser siempre, reconocidos y protegidos por el ordenamiento jurídico, 
permitiendo al titular exigir su cumplimiento, y es aquí donde considero que la 
vigilancia electrónica al ser una medida alternativa a la prisión efectiva, 
contribuye en la resocialización y reinserción del penado bajo criterios de 
dignidad, posición en contrario es Ríos (2016), quien refirió que el grillete 
electrónico no se constituye en una medida de política criminológica racional ni 
eficaz para lograr evitar el hacinamiento, siendo contraproducente en la 
resocialización del penado, que constituye un enorme costo social. 
Asimismo, Uscamayta (2016) citado en el marco teórico, refirió que el uso de la 
tecnología en el sistema penal, fue primordialmente el de ubicar una salida al 
problema de hacinamiento a efectos de resguardar los fines rehabilitadores de 
la pena, respetando la dignidad de los internos con arreglo a lo consagrado en 
43 
el articulo 1° de la Constitución, además Poza (1996) citado en el marco teórico, 
refirió que las alternativas a la prisión, surgieron tras la debacle de la pena 
privativa de libertad y del derecho penal, cuya legitimidad fue en su momento 
cuestionado por los resultados negativos de la denominada resocialización, pero 
tal como refirió el experto Llanos Neyra, fue el virus del COVID-19 el que influyó 
en la dación de esta norma, porque si no hubiera sido así, el Estado no hubiera 
tomado acciones correctivas, atendiendo a que el problema de hacinamiento y 
vulneración de los derechos fundamentales de los internos es de larga data, el 
mismo que debe ser enfatizado.  
Posición en contrario es la de Ríos (2016), citado en el marco teórico, quien 
concluyo que el Estado tiene como reto diseñar una política criminal fundada en 
valores y principios, a fin de evitar utilizar el sistema penal, de acuerdo a 
principios de mínima intervención, ultima ratio y humanidad, y el grillete 
electrónico no logra contrarrestas la sobrepoblación, al hacer visible el estigma, 
siendo contraproducente para el fin resocializador del penado, conllevando un 
efecto etiquetador y de detrimento social que atenta contra la propia dignidad 
humana,  
Adicionalmente se refuerza, con lo señalado por el experto Huerta Molina, quien 
refirió que el hacinamiento penitenciario fue y es una problemática de vieja data, 
conforme se corrobora con los señalado por el Tribunal Constitucional en el 
expediente STC 05436-2014-PHC/TC, respecto al permanente y critico 
hacinamiento de las cárceles, así como severas deficiencias de albergue, 
infraestructura, instalaciones sanitarias, seguridad y salud, asimismo el experto 
Álvarez Ríos refiere, que el tema de hacinamiento es algo que se viene dando 
desde hace muchos años , buscando el Estado formas de evitarlas, en ese 
sentido el D.Leg N° 1514 lo que buscó fue sancionar a aquel que cometió un 
delito mediante formas alternativas a la prisión, con el fin de reducir el 
hacinamiento penitenciario.  
Sobre la opinión respecto al D.Leg N° 1514 que fue promulgado para optimizar 
la medida de vigilancia electrónica personal como medida de coerción personal 
y sanción penal, se tuvo que el experto Álvarez Ríos refirió que como medida de 
coerción y concretamente como alternativa a la prisión preventiva será muy 
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beneficiosa, ya que un gran porcentaje de internos se encuentran con prisiones 
preventivas en calidad de procesados, el mismo que se corroboró con informes 
del INPE, el cual señala que el sistema penitenciario viene albergando alrededor 
de 97111 personas privadas de su libertad, 36% en calidad de procesados y 64% 
sentenciados, pese a que la capacidad de albergue es de 40137 plazas. 
Asimismo, los expertos Velazco Hidalgo y Llanos Neyra refirieron que haberle 
otorgado a esta medida una triple dimensión es jurídicamente correcto, pero en 
cuanto a su aplicación, no se visualizaron mayores casos, debido a que estas 
medidas implican un gasto público de implementación, que terminan siendo letra 
muerta, pero en definitiva si viables ante una medida de coerción donde se busca 
someter al procesado y asegurar su presencia, versión que se corroboró con lo 
referido por Arévalo (2018) citado en el marco teórico, quien concluyó que en 
nuestro país la vigilancia electrónica es una de las pocas reformas que ha  venido 
adoptando el Estado en relación a nuestro sistema penitenciario, pero que se 
hace necesario sumar esfuerzos en aras de impulsar y consolidar la medida, 
toda vez que no se visualizan realmente sus efectos en la practica jurídica.   
Además, es preciso resaltar que las recientes políticas adoptadas por el Estado 
no han venido contribuyendo al deshacinamiento penitenciario, el mismo que fue 
referido por los  expertos Carrasco Silva, Velazco Hidalgo, Llanos Neyra 
refirieron que la finalidad del paquete de normas decretado el 2020 fue a raíz de 
la pandemia del Covid-19, y fue con la finalidad de deshacinar lo penales, pero 
concretamente el D.Leg N° 1514 no habría tenido mayor incidencia, debido a 
que su aplicación no se ha dado de manera inmediata como lo había previsto el 
Ejecutivo, teniendo que de nada sirve dictar normas, si no van acompañadas de 
una política que favorezca a su fin, el mismo que se refuerza con los mencionado 
por Loza (2010), citado en el marco teórico, quien concluyo que el Estado debe 
desplegar una política integral, destinada a implementar y dotar de recursos 
económicos , caso contrario carecerá de valor practico, como es la adquisición 
de los grilletes, eso evidencia una clara contradicción frente a la vida y salud de 
los internos, la que se corrobora con lo referido por el experto Huerta Molina, 
quien señala que la respuesta es negativa, debido a que no existió una real 
incidencia respecto a la aminoración de la población penitenciaria, pudiendo 
advertirse que la fundabilidad de la vigilancia electrónica no puede ser 
45 
concretizada por el INPE, lo que imposibilita su aplicación por parte de los jueces 
penales. 
Por otro lado, se ha analizado las causas que limitan una adecuada 
implementación de la vigilancia electrónica personal frente al hacinamiento 
penitenciario obedecerían a factores presupuestarios y logísticos.  
La misma que según datos obtenidos mediante la guía de entrevista, se tiene 
que los expertos: Mena Rengifo, Carrasco Silva, Velazco Hidalgo, Llanos Neyra, 
Huerta Molina y Zarpan Capuñay refirieron que uno de los factores primordiales 
es el presupuestario, al ser los grilletes electrónicos muy costosos, que en un 
primer momento, era el usuario quien solventaba la medida, y ahora con la 
dación del D.Leg N° 1514 es el Estado a través del INPE, el responsable de 
implementar y costear la ejecución y supervisión de la medida.  
El experto Álvarez Ríos, refirió que el máximo reto es adquirir los grilletes, y para 
ello el Estado debe desembolsar un gran presupuesto, ya que por más que exista 
buena intención de querer incorporar la medida de vigilancia electrónica como 
medida alternativa a la pena privativa de libertad, se necesita de dinero, ya que 
los mismos son costosos, posición que entra en conflicto con la teoría del análisis 
económico del derecho, el cual según Bullard (2018) citado en el marco teórico, 
sostiene que la implementación de la vigilancia electrónica disminuye el rubro de 
gastos del Estado, por lo que busca cuantificar y optimizar costos y beneficios 
para el Estado, es así que la vigilancia electrónica seria sostenible a largo plazo, 
siempre y cuando vaya implementándose gradualmente, el mismo que además 
contribuye significativamente a la resocialización del interno, posiciones 
antagónicas en el sentido que los expertos sostienen que implementar la medida 
es costosa, y la teoría del análisis económico del derecho refiere que 
implementar la medida a largo plazo optimizaría recursos y generaría beneficios 
en los internos, teoría que se refuerza con lo señalado por Trujillo (2015) citado 
en el marco teórico, quien refiere que su implementación y aplicación en 
Colombia redujo costos para el Estado notablemente.  
Asimismo, los expertos Mena Rengifo, Carrasco Silva, Álvarez Ríos, Velazco 
Hidalgo,  refirieron que adicional al factor presupuestario, atendiendo que es el 
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propio INPE el encargado de su implementación, debe dotarse de mayor 
logística y personal, con el fin de llevar un tratamiento más eficiente a nivel 
técnico y jurídico, atendiendo que de la propia norma en su artículo 7° dispone 
que  la solicitud de vigilancia electrónica personal debe ser acompañada con 
documentación que acredite el domicilio donde se cumplirá la medida, 
condiciones laborales, familiares o sociales, o estado de salud, del procesado o 
condenado, en el caso de internos esta información es brindada por el INPE a 
través de la emisión de los informes sociales y psicológicos.  
Finalmente, respecto a determinar la incidencia de la vigilancia electrónica 
personal frente al hacinamiento penitenciario en los Órganos Jurisdiccionales de 
Lima, 2020, se ha podido concluir que la vigilancia electrónica personal no ha 
venido incidiendo positivamente frente al hacinamiento penitenciario en los 
órganos jurisdiccionales de Lima, debido a su limitada aplicación, 
implementación y escasa difusión, la misma que se corroboró con los datos 
obtenidos mediante la guía de análisis documental de 12 informes estadísticos, 
emitidos por Instituto Nacional Penitenciario – INPE durante el año 2020, el cual 
nos indicó que para el mes de enero del 2020, la población penitenciaria 
compuesta por procesados y sentenciados en la Oficina Regional de Lima fue 
de 45421 internos, asimismo se tiene que en el mes de enero se otorgaron 24 
medidas de vigilancia electrónica personal,  verificándose mínima aplicación e 
incidencia en el deshacinamiento penitenciario, ya que continúan en estado de 
hacinamiento, asimismo se tiene para el mes de diciembre del 2020, la población 
penitenciaria compuesta por procesados y sentenciados en la Oficina Regional 
de Lima era de 41508 internos, habiéndose culminado el mes de diciembre con 
un total de 27 medidas de vigilancia electrónica personal otorgadas, 
verificándose una disminución de la población penitenciaria, pero mínima 
aplicación de la medida, la que no habría tenido incidencia en el deshacinamiento 
penitenciario debido a que los penales continúan en estado de hacinamiento.  
Asimismo, con lo recabado mediante guía de entrevista, los expertos Mena 
Rengifo, Álvarez Ríos, Velazco Hidalgo, Llanos Neyra, Huerta Molina y Carlos 
Capuñay, al ser consultados respecto a la incidencia de la vigilancia electrónica 
personal frente al hacinamiento penitenciaria en los Órganos Jurisdiccionales de 
Lima, señalaron que, en teoría es una medida loable para aminorar el 
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hacinamiento penitenciario, sin embargo la incidencia de su aplicación por los 
órganos jurisdiccionales de Lima es mínima, como refiere la experta Carrasco 
Silva, no se podría hablar aun de incidencia, por el poco tiempo de vigencia del 
D.Leg N° 1514, considerando si, que su impacto será beneficioso a largo plazo,
con la adquisición de los grilletes electrónicos, por lo que la expectativa a futuro 
es provisoria, por su parte el experto Zarpan Capuñay refirió, mediante datos 
estadísticos del INPE se observa una mínima aplicación de la vigilancia 
electrónica personal durante el año 2020, el cual nos brinda un panorama 
desalentador, el misma que obedece a factores presupuestarios que limitan su 
implementación y materialización de la medida como alternativa a la prisión 
efectiva, la que se reforzó con el articulo científico de Nuñovero (2017) citado en 
el marco teórico, quien concluyo que no se encuentra evidencia de que la 
vigilancia electrónica pueda por si misma contribuir a reducir la población 
penitenciaria de sentenciados por crímenes violentos, a quienes corresponden 
penas más severas, menor acceso a beneficios penitenciarios y mayores 
tiempos de reclusión, y es que en el país con la dación del D.Leg N° 1514, lo que 
se buscaba era reducir el hacinamiento de los penales, atendiendo a que quien 
actualmente asume los costos de los grilletes electrónicos es el propio Estado a 
través del INPE, buscándose un mayor acceso a la medida por parte de 
procesados y sentenciados, siempre y cuando estén dentro de las causales de 
procedencia, por lo que en la práctica, se tiene que no se vendría materializando 
debido a factores presupuestarios para la compra de grilletes, logístico para 
contratar mayor personal al interior de los penales para su implementación y 
seguimiento, así como su difusión que amplié y haga más conocida la medida 
por parte de los operadores del Derecho.  
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VI. CONCLUSIONES
6.1 La vigilancia electrónica personal no ha venido incidiendo frente al 
hacinamiento penitenciario, debido a su limitada aplicación e 
implementación, el mismo que se ve reflejado en los índices de 
hacinamiento de los establecimientos penitenciarios de la Región Lima. 
6.2 La aplicación de la vigilancia electrónica personal en los órganos 
jurisdiccionales de Lima durante el 2020, ha sido mínima, debido al no 
cumplimiento de presupuestos técnicos respecto a la disponibilidad del 
dispositivo e informe favorable de verificación técnica, así como en base 
al no cumplimiento del presupuesto jurídico respecto a los supuestos de 
procedencia establecidos en artículo 5° del D. Leg N° 1514 y siguientes 
6.3 Las recientes políticas que el Estado peruano adoptó, fue la dada 
mediante D. Leg N° 1514, la que no solo obedeció a la problemática de 
hacinamiento penitenciario sino a la circunstancia del COVID-19 a fin de 
evitar una calamidad dentro del sistema carcelario, con la optimización de 
su aplicación.  
6.4 Las causas que limitaron una adecuada implementación de la vigilancia 
electrónica personal para hacer frente al hacinamiento penitenciario, son 
fundamentalmente presupuestarios, al ser los grilletes electrónicos muy 
costosos para su adquisición por parte del Estado; así como a factores 
logísticos como la mejora de condiciones de infraestructura del INPE y 
contratación de personal capacitado en las distintas instituciones 
involucradas en su aplicación, implementación y seguimiento, que haga 
viable su ejecución.  
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VII. RECOMENDACIONES
7.1 Al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, a través de su ministro, 
sustente ante el Congreso de la Republica el pliego presupuestal del 
Sector Justicia, donde se destine presupuestalmente para el año 2022, 
suficientes medios económicos, para una real e inminente implementación 
de la vigilancia electrónica personal, lo que permitirá que su aplicación 
incida en reducir los altos índices de hacinamiento.  
7.2 Al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos a través de la Unidad de 
Equipo Técnico institucional del Código Procesal Penal e INPE, diseñe y 
difunda programas de capacitación sobre los alcances del D. Leg N° 1514 
y su reglamento, en los distintos distritos judiciales del país, a favor de los 
operadores jurídicos que intervienen en la concesión de la medida. Ello, 
permitirá que tanto la solicitud, evaluación y procedencia beneficie a un 
número mayor de internos y por consiguiente la dación de la norma 
persiga sus fines.   
7.3 Al Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, se mantenga vigilante de la dación de sus normas frente al 
hacinamiento penitenciario, dotando de recursos al INPE encargado de 
su implementación, ejecución y supervisión; asimismo se recomienda la 
presencia de la Contraloría General de la Republica, para la adquisición 
de los grilletes electrónicos mediante concurso público.  
7.4 Al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, partiendo de las causas identificadas que limitarían una 
adecuada implementación de la vigilancia electrónica, corrija y garantice 
un mayor pliego presupuestal que haga viable su aplicación, como la 
mejora de condiciones de los funcionarios del INPE para la contratación 
de personal que favorecerá a la ejecución y supervisión de la medida.   
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Anexo N° 01: Matriz de Operacionalización de categorías 
Categorías 
de estudio 




Mecanismo de control, 
aplicable a personas 
procesadas y 
condenadas, conforme a 
los supuestos habilitados 
por el D. Leg N° 1322, el 
mismo que tiene por 
objeto el monitoreo de 
tránsito, dentro de un 
espacio determinado en 
relación al domicilio que 






Son instrumentos de índole ocasional, el 
mismo que busca garantizar la finalidad 
del proceso penal, su permanencia 
obedecerá a razones referidas al peligro 
procesal y que su ejecución podría 
requerir de la fuerza pública. Cubas 
(2015). 
2 preguntas en la guía de 
entrevista 
5 ítems en la guía de 
análisis documental 
Naturaleza 




Nuestra Corte Suprema la define como 
una medida (restricción especifica de la 
comparecencia o pena convertida), que 
se controla mediante medios 
tecnológicos que permiten el 
desplazamiento espacial del sentenciado 
o procesado. Asimismo, se estableció su
naturaleza: i) como pena, ii) como
medida restrictiva y iii) como medida
adicional a un beneficio penitenciario. AP
N° 02-2019/CJ-116 (2019)
2 preguntas en la guía de 
entrevista 






Señala que es aquella en la 
que los internos no cuentan 
con un espacio apropiado, 
visualizándose una 
sobrepoblación dentro de 
los penales, presentando 
ciertas características 
intramuros, como falta de 
infraestructura, 
insalubridad, trato indigno 
de internos, exposición a 
enfermedades, falta de 
alimentos, corrupción entre 





Respecto a las causas del hacinamiento 
penitenciario, se tiene que la política 
penitenciaria no cabe duda que es una 
de las líneas más importantes en cuanto 
a política criminal del Perú. No obstante, 
sus cárceles, principal forma de 
prevención social del delito y brazo 
ejecutor de la justicia penal, vienen 
enfrentando problemas de hacinamiento 
y déficit de infraestructura, personal y 












La vulneración de los derechos de las 
personas privadas de su libertad, el 
mismo que se ve evidenciado con las 
inadecuadas condiciones de vida que 
hoy mismo se encuentran 
experimentando procesados y 
sentenciados, los que van de no contar 
mínimamente con servicios básicos, 
precaria alimentación y albergue, hasta 
el limitado acceso a programas sociales, 
de cara a un proceso progresivo de 
reinserción. Barros (2010). 
 
 






Anexo N° 02: Matriz de categorización 




¿De qué manera la vigilancia 
electrónica personal ha incidido 
frente al hacinamiento penitenciario 






1. ¿De qué manera se aplica la 
vigilancia electrónica 
personal en los Órganos 
jurisdiccionales de Lima, 
2020? 
2. ¿Cuáles son las recientes 
políticas adoptadas por el 
Estado Peruano frente al 
hacinamiento penitenciario? 
3. ¿Cuáles son las causas que 
limitan la adecuada 
implementación de la 
vigilancia electrónica personal 






Determinar la incidencia de la 
vigilancia electrónica personal 
frente al hacinamiento 
penitenciario en los Órganos 





1. Analizar la aplicación 
de la vigilancia 
electrónica personal en 
los órganos 
jurisdiccionales de 
Lima, 2020.  
2. Identificar las recientes 
políticas adoptadas por 
el Estado Peruano 
frente al hacinamiento 
penitenciario.  
3. Analizar las causas que 
limitan la adecuada 
implementación de la 
vigilancia electrónica 




La vigilancia electrónica personal no incide 
positivamente frente al hacinamiento 
penitenciario en los Órganos Jurisdiccionales 
de Lima, 2020, debido a su limitada 
aplicación, implementación y escasa difusión 
 
Hipótesis específicas  
 
1. La aplicación de la vigilancia electrónica 
personal en los órganos jurisdiccionales 
de Lima es mínima debido al no 
cumplimiento de los requisitos y 
presupuestos establecidos en el D. Leg 
N° 1514 
2. Las recientes políticas que el Estado 
Peruano ha adoptado frente al 
hacinamiento son las establecidas en el 
D. Leg N° 1514 para optimizar la 
aplicación de la vigilancia electrónica 
como medida de coerción personal y 
sanción penal. 
3. Las causas que limitan la adecuada 
implementación de la vigilancia 
electrónica personal para hacer frente 
al hacinamiento penitenciario son los 
escasos recursos logísticos, 




1. Entrevista a 
expertos.  
2. Análisis de 
fuente 
documental



















• Estudio de casos 
Porque analizare de manera 
estructurada determinados 
documentos a partir del 
análisis de casos e informes 
del INPE la incidencia de la 
vigilancia electrónica y si esta 
medida repercutió en el 
estado de hacinamiento en 
los Órganos Jurisdiccionales 
de Lima, 2020.  
• Teoría fundamentada 
Debido a que mediante las 
entrevistas a expertos se 
obtendrá información 
relevante al objeto de estudio.  
Tipo:  
Básica. – Porque se pretende 
conocer cómo se desarrolla 
una problemática en 
concreto, esto es, la 
incidencia de la vigilancia 
electrónica personal frente al 
hacinamiento en los Órganos 
jurisdiccionales de Lima, 
2020 a través del análisis, 




• Resoluciones emitidas 
por los órganos 
jurisdiccionales de Lima, 
donde se viene aplicando 
la vigilancia electrónica 
personal.  
• Informes mensuales del 
INPE.  




• 10 resoluciones 
judiciales emitidas 
órganos jurisdiccionales 
de Lima, 2020.  
• 12 informes mensuales 
emitidos por el INPE en 
periodo 2020. 
• 07 expertos en derecho 


















control personal.  
Naturaleza jurídica 
de la Vigilancia 
























Anexo N° 04: Instrumento de recolección de datos – Guía de análisis documental    
 
 
Anexo N° 05: Instrumento de recolección de datos – Guía de análisis documental informes INPE 
 
 
























Anexo N° 7: Lista de expertos entrevistados 
 
Nombre del experto Grado Académico Cargo Links de entrevista 
Dr. Ernie Augusto 
Llanos Neyra 
Abogado con grado de 
Doctor 
Fiscal Adjunto Provincial Titular en la 
Fiscalía Especializada en Criminalidad 
Organizada Sede San Martín. 
 
https://www.youtube.com/watch?v=fZbXMScelFo 
Dr. Jeans Arnol 
Velazco Hidalgo 
Abogado con grado de 
Doctor 
Fiscal Provincial de la Fiscalía Supra 
Provincial Especializada contra el Crimen 
Organizado – Sede Desconcentrada 
Callao 3er Despacho – Equipo Especial 




Dr. José Martin 
Mena Rengifo 
Abogado con grado de 
Doctor 
Coordinador de Asistencia penitenciaria 




Dr. John Franck 
Huerta Molina 
Abogado con grado de 
magister 
Juez del Juzgado Penal Unipersonal 
Transitorio Mariscal Cáceres - Juanjuí 
 
 Se adjunta entrevista en anexo 11.  
Mg. Nino Álvarez 
Ríos 
Abogado con grado de 
Magister 











Dr. Carlos Miguel 
Zarpan Capuñay 
Abogado con grado de 
Doctor 
Juez del Juzgado de Investigación 







Anexo N° 8: Resultados de la guía de análisis documental aplicado a expertos. 
OBJETIVO GENERAL PREGUNTA N° 01 PREGUNTA N° 02 
Determinar la incidencia de la 
vigilancia electrónica personal 
frente al hacinamiento 
penitenciario en los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima, 2020 
1.- ¿Cuál es la apreciación que tiene usted 
respecto a la aplicación e implementación 
de la vigilancia electrónica personal en los 
Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020? 
2.- ¿Considera usted que la vigilancia 
electrónica personal es una medida que 
incide frente el hacinamiento penitenciario 






José Martin Mena Rengifo 
 
 
La presente medida se debió a la 
necesidad de poder deshacinar centros 
penitenciarios, la cual ha sido en cierta 
medida oportuna, debido a que, desde su 
creación, la misma no se encontró 
reglamentada buen tiempo, hasta que se 
emitió la normativa del 2017 – D. Leg N° 
1322 y su modificatoria, con la cual se pudo 
dar libertad a personas que cumplían 
requisitos formales que establecía la 
normativa (Art 5 del D. Leg N° 1322), por lo 
que su aplicación viene siendo oportuna.   
Si, en cierta medida si incide, pero como 
ha sido implementado en un inicio como 
un plan piloto en la ciudad de Lima, en 
algunos casos se fueron haciendo 
efectivas, tanto para procesados como 
sentenciados, como es el caso de las 
internas de Santa Mónica y Virgen de 
Fátima, en la que el INPE tenía la labor 
principal de hacer cumplir su vigilancia vía 
remota mediante circuitos que fueron 
financiados por el INPE para hacer 
efectivas las decisiones de los órganos 
jurisdiccionales y ejercer control para que 
los internos no vuelvan a reincidir una vez 
que hayan cumplido su libertad asistida, 
 
 
por lo que la incidencia frente el 




Tania Angelica Carrasco Silva 
 
El tema de la aplicación e implementación 
es un tema novedoso en el país, se ha 
emitido a raíz del tema de la pandemia, 
como una medida para buscar el 
deshacinamiento de los penales y dar una 
alternativa para que se pueda seguir 
cumpliendo una pena por sentenciados y 
procesados fuera de los penales, por lo que 
considera buena, más aún si estamos en 
una etapa de desarrollo, en búsqueda de 
alternativas igualmente beneficiosas para 
el Estado. 
No podríamos hablar aun de incidencia, 
por el poco tiempo que tiene la norma, 
pero considero que su impacto será 
beneficioso a largo plazo, con la mayor 
adquisición de grilletes electrónicos por 
parte del Estado, lo que de todas maneras 




Nino Álvarez Ríos 
El tema que traes a colación es un tema 
muy interesante, solo en el aspecto de la 
aplicación real es novedosa, lo cual trae a 
colación el miedo de si realmente va a ser 
efectiva y va a cumplir con su función. 
Efectivamente todo aquello que conlleve a 
mejorar las condiciones carcelarias, o que 
exista una manera de limitar o sancionar a 
las personas que han cometido un delito y 
optar por otras medidas alternativas a 
modo de sanción es positivo para dejar de 
poblar las cárceles a nivel nacional, pues 
Legalmente es buena alternativa, 
hablando fácticamente es un sueño, 
porque hay que entender que solo se 
aplica en Lima y la Provincia 
Constitucional del Callao y no a nivel 
Nacional, entonces si solo nos avocamos 
a los Órganos Jurisdiccionales de Lima, la 
figura no cambia mucho, ya que su 
implementación y uso es mínima, por lo 
que frente al hacinamiento penitenciario 
no tiene mayor repercusión.  
 
 
las cárceles no han sido construidas para 
albergar mayor capacidad de internos 





Jeans Arnol Velazco Hidalgo 
Desde mi campo de experiencia en la 
ciudad de Lima como  fiscal, he notado una 
aplicación casi nula de la vigilancia 
electrónica, particularmente yo no he tenido 
casos, no he solicitado de oficio, y tampoco 
las partes, se sigue discutiendo en tanto 
medidas coercitivas procesales de una u 
otra parte prisión preventiva, detención 
domiciliaria, y nos regimos por los 
mecanismos tradicionales, así que ha decir 
verdad, su aplicación es mínima y respecto 
a su implementación por falta de una 
política estatal, ya que muchas veces se 
implementan leyes, pero no se 
implementan la forma como se van a 
aplicar, y ese considero que ha sido un 
error del Ejecutivo.  
Bueno, normativamente en el papel a eso 
apuntaba, pero en la práctica no hay 
incidencia real, porque no se está 
utilizando por varias razones, primero 
porque es una medida costosa, y 
finalmente por falta de una Política 
Estatal, no visualizándose en ese sentido 




Ernie Augusto Llanos Neyra   
Considero que la política que ha 
implementado el Gobierno Peruano para 
poner en vigencia la vigilancia electrónica 
personal tiene una triple dimensión, como 
medida de coerción personal, como una 
pena e incluso para los denominados 
Actualmente no en gran medida, pero 
definitivamente es una medida que va a 
incidir directamente en el hacinamiento 
penitenciario, y si esta se aplica, se va a 
variar la pena, lo mismo sucede con las 
medidas coercitivas, si se aplicarían 
 
 
 beneficios penitenciarios premiales en 
ejecución de la condena, lo que se ha 
buscado es que se implemente, pero como 
todo es progresivo, y a la fecha tenemos el 
acuerdo plenario 02-2019 en el cual se ha 
desarrollado este instituto jurídico pero no 
tiene más de 30 casos en el Perú en donde 
se hayan aplicado, todavía está en una fase 
inicial primigenia, pero que si tiene efectos 
jurídicos actualmente.   
supletoriamente, los penales tendrían a 
reducir la cantidad de personas que están 
recluidas, por lo que si tendría una 






John Franck Huerta Molina 
La vigilancia electrónica personal fue 
establecida mediante Ley N° 29499, 
publicada el 19 de enero de 2010, por lo 
que las leyes posteriores respecto a este 
mecanismo de control, modifican y 
complementan lo que ya se encontrado 
regulado. Respecto a su aplicación e 
implementación es conocido que es 
limitada por los órganos jurisdiccional de 
Lima, en tanto el INPE aún no cuenta con 
la logística necesaria para hacer efectivo 
este tipo de control.  
En teoría es una medida loable para 
aminorar el hacinamiento penitenciario, 
sin embargo, la incidencia de su 
aplicación por los órganos jurisdiccionales 
es mínima por no decir nula.  
 
 
Carlos Miguel Zarpan Capuñay 
Que, mediante Ley N° 31020, el Poder 
Ejecutivo legislo en materia penal, procesal 
penal y penitenciaria, a fin de establecer 
medidas para el deshacinamiento por 
Según datos estadísticos del propio INPE, 
se tiene que la vigilancia electrónica 
personal como medida coercitiva personal 
y sanción penal no vendría incidiendo 
 
 
riesgo de contagio de virus COVID-19, en 
ese sentido se da el  D.Leg N° 1514 que 
optimiza la aplicación de la medida de 
vigilancia electrónica personal, respecto a 
la aplicación se tiene que está aún se viene 
dando a nivel de Lima y el departamento 
Constitucional del Callao, por lo que es 
mínima, y respecto a su implementación se 
tiene que el INPE es el responsable, quien 
asume íntegramente los costos que supone 
la ejecución y supervisión de la medida, la 
misma que por falta de  presupuesto se ve 
limitada.  
frente el hacinamiento penitenciario, 
atendiendo a factores presupuestarios, 
que limitan su implementación, y por ende 
la materialización de la medida como 
alternativa a la prisión, atendiendo a su 
triple dimensión.  
 
OBJETIVO ESPECÍFICO I PREGUNTA N° 03 PREGUNTA N° 04 
Analizar la aplicación de la 
vigilancia electrónica personal en 
los Órganos Jurisdiccionales de 
Lima, 2020. 
3.- ¿Cuál es su opinión sobre la aplicación 
de la vigilancia electrónica personal en los 
Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020? 
4.- ¿Considera usted que el D.Leg N° 
1514 contribuyó a optimizar la aplicación 
de la vigilancia electrónica personal en los 
Órganos Jurisdiccionales de Lima, 2020? 
EXPERTOS RESPUESTAS 
 
José Martin Mena Rengifo 
 
La aplicación por parte de los Órganos 
Jurisdiccionales de Lima se tiene que aún 
es baja, la misma que se contrasta con los 
informes emitidos del INPE donde se da 
cuenta no solo de la incidencia de esta 
Debido a lo acontecido con la pandemia, 
el Poder Ejecutivo en coordinación con el 
Ministerio de Justicia, Poder Judicial, 
Ministerio Publico, tomaron la medida de 
poder deshacinar los penales debido a la 
 
 
medida, sino de otras medidas que se 
encuentran implementadas frente al 
hacinamiento penitenciario.   
emergencia, toda vez que era un riesgo 
manejar internos que ingresaban a los 
penales y puedan contagiarse, situación 
por el cual el  D.Leg N° 1514 fue muy 
productivo, que contribuyo sí, pero que 
encuentra limitaciones de orden logístico 
y presupuestario, que dificultan la 
adquisición de estos aparatos 
electrónicos.   
 
 
Tania Angelica Carrasco Silva 
 
Considero que su aplicación es mínima, y 
ello parte del poco presupuesto destinado a 
la implementación de la medida y la falta de 
personal capacitado en las diferentes 
instituciones que conforman el sistema 
judicial y penitenciario.  
 
Respecto a la optimización por supuesto 
que sí, ya que la reciente norma faculta su 
aplicación tanto de oficio por parte del 
Juez, por parte del sentenciado o 
procesado, como también por el 
Ministerio Publico, todo ello sustentando 
en base a informes técnicos y jurídicos, 
así como los presupuestos de 
procedencia, en ese sentido se tiene que 
la base normativa es buena, lo que toca 
es trabajar en su implementación.  
 
Nino Álvarez Ríos  
Como te menciono aun su aplicación es 
mínima, requiere una mayor difusión e 
implementación por parte de los 
organismos competentes.  
 
En definitiva, si, estos avances por parte 
del Estado, y concretamente el D. Leg N° 
1514 lo que busca es optimizar la medida, 
para que, dentro de las medidas 
alternativas a la pena, la vigilancia 
electrónica ocupe un lugar que favorezca 
 
 
al problema de hacinamiento 
penitenciario, y atendiendo que en Lima la 
población es mayor, pues esta medida se 
erige como una alternativa, siempre y 
cuando se realmente implementada como 
tal.   
 
Jeans Arnol Velazco Hidalgo 
Como mencione, su aplicación de momento 
es nula, en el sentido que no es muy 
solicitada por las partes.  
 
Jurídicamente es correcto, por lo que su 
optimización en gran medida es 
aplaudible, el único tema a resolver es su 
implementación, de nada sirve tener 
normas si estas no tienen un soporte que 








El tema de la aplicación, es algo que se 
viene presentando en mínimos casos aun, 
normativamente la norma es específica y 
estructurada para beneficiar a muchos 
internos.  
 
El D. Leg N° 1514 incorpora el articulo 52-
B en el código penal, donde establece la 
conversión por vigilancia electrónica 
personal, pero entiéndame que son para 
penas entre 4 a 10 años, penas menores, 
y si se encuentran en ejecución puede 
darse la pena. Ahora en Perú se ha venido 
aplicando este D. Leg N° 1514, por su 
puesto, se ha aplicado y la ejecución debe 
darse en el domicilio que señale el 
condenado. El tema delicado es, quien 
asume los gastos, si bien la norma 
menciona que será el propio Estado que 
tendrá que, sobre costear esta medida, 
 
 
tendremos que analizar si esta es viable a 
largo plazo.  
 
 
John Franck Huerta Molina 
Ciertamente es una medida que colaborara 
no solamente al deshacinamiento de los 
establecimientos penitenciarios sino 
además permitirá que el procesado o 
sentenciado puedan cumplir con los fines 
de la privación de la libertad a la que está 
sujeto, esto es, permanencia en el proceso 
que se le sigue y a la resocialización de la 
pena, respectivamente.  
El D. Leg N° 1514 pueda que impulse la 
aplicación de la vigilancia electrónica, sin 
embargo, ello no es suficiente, puesto que 
se requiere que el Ministerio de Justicia 
cumpla con brindar al INPE la logística 
necesaria para su masificación y así no 
sean inviables las medidas fundadas por 
los jueces penales a favor de la vigilancia 
electrónica.   
 
 
Carlos Miguel Zarpan Capuñay 
Tengo entendido, que la medida de 
vigilancia electrónica personal, es muy 
restringida respecto a pedidos de por parte 
del Ministerio Publico y de las partes, 
considerando que esta medida conforme se 
vaya implementando y conociendo por los 
distintos operadores del Derecho, va a 
resultar muy beneficiosa para un grueso de 
la población penitenciaria.  
 
El D. Leg N° 1514 en definitiva le otorga 
una triple dimensión a la medida de 
vigilancia electrónica personal, tanto para 
personas procesadas, condenadas y para 
el caso de personas condenadas que 
obtengan un beneficio penitenciario, 
asimismo incorpora el articulo 52-B del 
Código Penal, el articulo 287-A al Código 





OBJETIVO ESPECÍFICO II PREGUNTA N° 05 PREGUNTA N° 06 PREGUNTA N° 07 
Identificar las recientes políticas 
adoptadas por el Estado Peruano 
frente al hacinamiento 
penitenciario. 
 
5.- ¿Considera usted que el 
Estado Peruano ha 
implementado políticas 
recientes a fin de reducir el 
hacinamiento penitenciario? 
 
6.- ¿Cuál es su opinión 
respecto al D. Leg N° 1514 
que fue promulgada para 
optimizar la aplicación de la 
medida de vigilancia 
electrónica personal como 
medida de coerción 
personal y sanción penal? 
7.- En su opinión, 
¿Considera usted que el 
Estado Peruano a través 
de sus recientes políticas 
ha contribuido realmente 
al deshacinamiento 




José Martin Mena Rengifo 
 
En definitiva, si, el estado 
actual exige respuestas 
rápidas, las mismas que se 
han visto materializadas a 
través del D. Leg N° 1514 
respecto a la vigilancia 
electrónica personal. 
 
Es una medida plausible, 
aplaudible y muy favorable, 
pero debemos ver el tema 
presupuestario y logístico, 
ya que hacemos uso de 
aparatos electrónicos y el 
mismo es costoso, por lo 
cual el presupuesto que se 
tenía asignado para la 
adquisición de grilletes 
electrónicos, por el tema de 
pandemia fue direccionado 
para la compra de 
medicinas, instrumentos 
Con la promulgación de 
los D. Leg N°1513 y D. 
Leg N° 1514, viendo la 
necesidad de palear el 
hacinamiento de los 
penales, en ciertas 
medidas se ha podido 
notar en los 
establecimientos a nivel 
nacional una beneficiosa 
aplicación que se han 
surtido en los internos 
con penas mínimas y así 
evitar su reincidencia, 
 
 
COVID, y lo de la vigilancia 
electrónica como que se 
paralizo y tuvo una pausa. 
por lo cual de 
perseguirse e 
implementarse será 
beneficiosa para poder 






Tania Angelica Carrasco Silva 
 
El D. Leg N°1514 fue 
expedido el año pasado 
justamente a raíz de la 
pandemia, asimismo tengo 
entendido que se han emitido 
otras normas dando 
facilidades algunas 
condiciones y requisitos para 
la externacion de los internos 
que están próximos a cumplir 
su condena, no 
necesariamente a través de 
vigilancia electrónica, pero la 
finalidad de evocar el egreso 
de internos y evitar la 
propagación del COVID-19.  
 
Como lo menciono, toda 
medida que contribuya al 
deshacinamiento es 
aplaudible, en ese sentido 
el D. Leg N° 1514 trae 
propuestas de aplicación 
muy interesantes tanto para 
procesados como 
sentenciados, por lo que 
estoy segura que si bien 
esta medida alternativa aun 
no es muy conocida, pero a 
medida que su aplicación se 
vaya haciendo más 
conocida, la misma aportara 
y contribuirá al 
deshacinamiento en las 
cárceles del país.  
 
Ese fue el objetivo con la 
promulgación de los 
decretos legislativos, por 
lo que su 
implementación es un 
gran reto que tiene a 
favor del 
deshacinamiento, ya que 
de nada sirve dictar 
normas como esta de 
gran impacto, pero que, 
si no van acompañada 
de una política que 
favorezcan a su fin, 
como es en la 
adquisición de los 
grilletes, eso evidenciara 
una clara contradicción.  
Nino Álvarez Ríos 
Debemos entender que el 
problema de hacinamiento 
penitenciario, es algo que se 
viene dando desde hace 
muchos años atrás, entonces 
nuestro país no siendo ajeno 
a este detalle, ha buscado 
maneras y formas de 
evitarlas, por ese existe en 
nuestro código penal el 
artículo 28, en ese sentido el 
D. Leg N° 1514 lo que busca
es sancionar a aquel que
cometió un delito mediante
formas alternativas a prisión,
con el fin de reducir el
hacinamiento.
Es aplaudible y beneficiosa, 
pero como lo mencione 
anteriormente, de nada 
valdría tener una norma que 
nos ofrece muchas 
posibilidades alternativas a 
la prisión, si cuando quien lo 
solicite se vea limitado por 
un tema logístico propio de 
la falta de los grilletes, en 
ese sentido como medida 
de coerción y 
concretamente alternativa a 
la prisión preventiva, pues 
es muy valiosa , ya que un 
gran porcentaje de internos 
están por prisiones 
preventivas, por lo cual si 
esta política del Estado 
continua en impulsar esta 
medida, será muy 
beneficiosa. 
Es la idea, y se ven 
reflejadas en sus 
normas, conozco que ha 
destinado un 
presupuesto en concreto 
al tema de vigilancia 
electrónica personal, por 
lo que en la medida que 
el Estado se vaya 
abasteciendo de estos 
aparatos, y 
paralelamente 
capacitando a sus 
operadores, la medida 
contribuirá realmente al 
deshacinamiento 
penitenciario. 
Jeans Arnol Velazco Hidalgo 
Ha implementado políticas a 
través de la dación de 
normas, pero más allá de 
estas no se ha visualizado un 
Haberle otorgado a esta 
medida una triple 
dimensión de aplicación, 
me parece jurídicamente 
Como lo mencione, la 
finalidad de este paquete 
de normas que se dio en 
el 2020 a raíz de la 
 
 
cambio sustancial en cuanto a 
la aplicación de las mismas y 
que ello contribuya de manera 
trascendental al 
deshacinamiento, que 
finalmente ese fue su fin, 
donde se ha realizado una 
ponderación de la salud de los 
individuos frente a la libertad 
individual, Considero que 
desde el punto de vista 
jurídico y a la luz de una 
interpretación de la 
Constitución son normas que 
incluso han sido impulsadas 
por pronunciamiento y 
opiniones de entidades 
internacionales como la CIDH, 
sin embargo no he visto una 
política  de implementación 
real y efectiva por parte de los 
órganos estatales, sino que 
simplemente los jueces, 
fiscales y abogados se las 
arreglen en las diversas 
audiencias que han existido.  
correcto, pero nuevamente 
reitero, en cuanto a su 
aplicación real, no se han 
visto mayores visos que el 
tridimensionar la aplicación 
de estas medidas implica 
un gasto público de 
implementación. Por 
ejemplo, cuando otorgamos 
los beneficios primero eso 
implica un procedimiento al 
interno, en donde el Estado 
tiene que cubrir los gastos 
de un psicólogo, asistenta 
social para que realice los 
informes respectivos y se 
arme el expediente 
administrativo y eso ya 
implica un gasto. Considero 
que finalmente en muchos 
aspectos termina siendo 
letra muerta, porque yo 
como fiscal particularmente 
no pediría, porque irrogaría 
gastos al Estado, salvo 
ciertos casos, 
considerando que es más 
pandemia, era 
justamente el 
deshacinamiento en los 
penales, pero 
concretamente respecto 
a la aplicación de la 
vigilancia electrónica 
como una alternativa no 




 viable ante una medida de 
coerción en donde uno 
busca someter al 
procesado y asegurar la 






Ernie Augusto Llanos Neyra   
Si. Se ha venido 
implementando y se ha hecho 
con motivo de la pandemia y 
hay que ser enfáticos en eso, 
porque este paquete 
legislativo tiene incidencia 
respecto a la pandemia 
COVID-19, porque si no se 
hubiera dado, considero 
particularmente que no 
hubiera podido aplicar tan 
rápidamente esta institución 
como es la vigilancia 
electrónica personal, y hoy en 
día se está tratando de 
optimizarla, pero sin la 
pandemia que es una de las 
circunstancias objetivas no se 
habría implementado esta 
política.  
En definitiva, es favorable, 
más aún cuando esta tiene 
una triple dimensión, como 
te mencione hace un 
momento, por lo que con 
este D. Leg N° 1514 se 
optimiza la su aplicación 
respecto de aquellas 
confusiones de 
interpretación de la norma 
por parte de los jueces.  
 
Han tenido un impacto, 
pero desde mi 
perspectiva no es tan 
significativo, ya que su 
aplicación no se ha dado 
de manera inmediata 











John Franck Huerta Molina 
El hacinamiento penitenciario 
es una problemática de vieja 
data, así lo ha señalado el 
Tribunal Constitucional en el 
expediente 05436-2014-
PHC/TC, si bien los D. Leg N° 
1513 y D. Leg N° 1514 son 
leyes que han buscado 
reiterar el deshacinamiento de 
los establecimientos 
penitenciarios, flexibilizando 
el trámite de beneficios 
penitenciarios, conversiones 
de pena, cesaciones de 
prisión preventiva, entre otros, 
ello a razón a una nueva 
circunstancia, el COVID-19. 
Sin embargo, no se han dado 
otro tipo de políticas públicas 
para promover el 
deshacinamiento 
penitenciario.  
Como se indicó el  D.Leg N°  
1514 no sólo obedece a la 
problemática del 
hacinamiento carcelario 
sino además a la 
circunstancia del COVID-
19, en ese entender, tanto 
el  D.Leg N° 1514 como el  
D.Leg N° 1513, a fin de 
evitar una calamidad dentro 
del sistema de salud 
penitenciario flexibiliza los 
procedimientos e impulsa la 
aplicación de la vigilancia 
electrónica, loables normas, 
pero cabe señalar que no 
son automáticas puesto que 
la discrecionalidad judicial 
también es relevante para 
conceder sus solicitudes.  
 
La respuesta es 
negativa, no existe una 
real incidencia positiva 
respecto a la 
aminoración de la 
población penitenciaria, 
si bien el D. Leg N° 1513 
y D. Leg N° 1514, 
simplifican 
procedimientos, sin 
embargo, ello no resta la 
valoración del juez para 
conceder otro método de 
control de la libertad 
personal, sea con la 
vigilancia electrónica, 
más aún cuando se 
puede advertir que la 
fundabilidad respecto a 
la vigilancia electrónica 
no puede ser 








Carlos Miguel Zarpan Capuñay 
A raíz del virus del COVID-19 
es que el Estado Peruano a 
través de la Ley N° 31020, 
que fue la Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar en materia penal, 
procesal penal y penitenciaria, 
con el fin de establecer 
medidas para el 
deshacinamiento, en ese 
sentido es que se dan los 
D.Leg N° 1513 y D.Leg N° 
1514, entiendo que el ultimo 
es objeto de estudio respecto 
a la vigilancia electrónica 
personal.  
Como lo mencione, es una 
norma bien estructurada 
que, en definitiva, brinda las 
herramientas necesarias 
para hacer frente al 
hacinamiento penitenciario, 
el tema ahora pasa por su 
implementación, ya que, si 
se habla de vigilancia 
electrónica personal, 
necesariamente tienen que 
existir los grilletes 
electrónicos, por lo que, si 
bien esta norma es positiva, 
la misma debe 
implementarse para su 
puesta a disposición en la 
normal procesal. 
Las normas están 
orientadas a ese fin, por 
lo que a nivel de las 
distintas normas y 
políticas que ha venido 
optando el Estado 
Peruano, y en base a los 
índices de egresos de 
internos, se tiene que ha 
venido teniendo efectos 
positivos, pero 
concretamente al D. Leg 
N° 1514 se tiene que no 
ha generado mayor 
repercusión respecto al 
deshacinamiento 
penitenciario.  
OBJETIVO ESPECÍFICO III PREGUNTA N° 08 PREGUNTA N° 09 PREGUNTA N° 10 
Analizar las causas que limitan la 
adecuada implementación de la 
vigilancia electrónica personal 
frente al hacinamiento 
penitenciario. 
 
8.- En su opinión ¿Qué 
considera usted que estaría 
limitando la adecuada 
implementación de la 
vigilancia electrónica personal 
9.- En su opinión ¿Qué 
considera usted que podría 
mejorarse para una óptima 
implementación de la 
vigilancia electrónica 
personal frente al 
10.- ¿Considera usted 










José Martin Mena Rengifo 
 
 
Uno de los factores 
primordiales es el económico, 
los grilletes son muy 
costosos, ya que 
mensualmente se tiene que 
pagar un servicio a una 
empresa proveedora, que nos 
brinda ese servicio de sistema 
de vigilancia, luego un factor 
burocrático, ya que, en misma 
ciudad de Lima, en algunos 
centros penales, no existen 
empresas que provean el 
servicio y eso ha limitado en 
parte su ampliación a los 
distintos penales de Lima y 
provincia.  
 
Considero como primer 
punto, contar con más 
empresas proveedoras que 
brinden este tipo de servicio 
y poder canalizarlo a través 
del Poder Judicial, como 
ente administrador de 
Justicia nos puede también 
financiar o apoyar, ya que el 
presupuesto del INPE se ha 
reducido enormemente por 
el tema de la pandemia, 
presupuesto en tema de 
personal, ya que el 
tratamiento no solo es con el 
interno, si no es con el 
personal que los atiende, a 
fin de poder llevar un 
tratamiento más eficiente.     
 
De acuerdo a estas 
medidas a través de los 
decretos legislativos, en 
cierta medida se paleado 
el tópico de 
hacinamiento 
penitenciario en los 
penales, pero sería más 
efectivo si el Poder 
Judicial al incrementarse 
la delincuencia, la 
fiscalía debería requerir 
medidas limitativas 
como el arresto 
domiciliario, 
conversiones de pena, 
que podrían tratar de 
frenar el ingreso de 
internos a los penales, 
porque no solamente 
con las prisiones 
preventivas, se pone alto 
a los problemas de la 
 
 
sociedad, sino por el 
contrario con estos 
procesos, la carga del 
costo social, se la carga 
el INPE, instando al 
Poder judicial criterios de 
tino al momento de 
fundar medidas 
privativas de libertad y 








Tania Angelica Carrasco Silva 
 
Definitivamente el factor 
principal es el presupuestario, 
ya que estaría limitando su 
adecuada implementación, ya 
que de nada sirve dar normas 
si están no van a poder ser 
materializadas en la práctica, 
porque dentro de la población 
penitenciaria son muchos 
aquellos que podrían verse 
beneficiados con la aplicación 
de esta medida.  
 
El Estado debería evaluar 
sus políticas públicas, 
evaluar opciones de como el 
estado podría agenciarse de 
grilletes electrónicos que 
cumplan las condiciones 
técnicas para efectos de 
ponerla en práctica.  
Si bien el factor 
presupuestario es uno de 
los más relevantes, 
asimismo debería 
difundirse, capacitarse a los 
operadores de justicia para 
su mayor aplicación y todo 
En realidad yo estoy muy 
a favor de la 
implementación de 
medidas novedosas, 
como es el caso de la 
vigilancia electrónica y si 
el Estado tiene a bien 
implementarla en todo el 
país, pues sería una 
medida aplaudida por 
muchos operadores de 
justicia, pero 
lógicamente tiene que 
haber un trabajo 
articulado por el Estado 
 
 
eso requiere acción por 
parte del Estado.  
 
para vigilar y estar en 
control del sentenciado o 
procesado que pueda 
hacer uso de esta 
medida y definitivamente 
es una medida que va en 
vanguardia al desarrollo 
y evolución respecto al 
tratamiento de interno en 







Nino Álvarez Ríos  
Debemos entender que aquí, 
el máximo reto es comprar los 
grilletes, y para ello el Estado 
debe desembolsar un 
presupuesto, y en esos 
trámites por más que exista 
buena intención de querer 
incorporar esta medida, 
necesitamos dinero y estos 
grilletes pues no cuestan 
barato, y ahora estos tienen 
que ser solventados por el 
Estado, dado que la 
administración va a estar a 
cargo del INPE, y debemos 
analizar que no solo es invertir 
Para una mejor aplicación, 
capacitación a todos los 
operadores jurídicos y en 
cuando a implementación la 
misma debe partir de una 
policita criminal por parte del 
Estado, en asumir los costos 
y cuantificar los beneficios, 
esa es la línea que debe 
seguir, por lo demás como lo 
vuelvo a mencionar, la 
medida resulta beneficiosa.  
 
El tema que nos traes a 
colación, es un tema 
importante, siempre y 
cuando sea conocido, 
socialmente hablando, 
mucha gente que tiene 
familiares purgando 
condena y siempre que 
cumpla los requisitos, va 
a solicitar esto. Otro 
detalle es no quitarle 
merito al Estado en la 
búsqueda de oxigenar 
los penales, con 
alternativas punitivas por 
parte del Estado, al 
 
 
por invertir, sino ver si 
realmente funciona, pero la 
intención está muy buena.  
 
margen claro está, de un 
tema presupuestario y 
logístico que debe ir 










Jeans Arnol Velazco Hidalgo 
En definitiva, el presupuesto, 
y si bien esta es una medida 
se encuentra implementada 
en Lima y Callao, y por 
conocidos tengo 
conocimiento que en el Callao 
tampoco lo aplican, ni en Lima 
ni en el Callao, y justamente 
es por un tema de 
disponibilidad presupuestal, 
logística, etc.  
 
Con la última ley, quien tiene 
que asumir los gastos es el 
propio Estado, pero recae 
en la dependencia del INPE, 
y el INPE no cuenta con la 
capacidad de psicólogos, 
asistentes sociales, por no 
solamente para la dación de 
la medida es solo el grillete, 
sino que el mismo va 
acompañada de informes, 
que cuando se piden solo se 
llenan unos formatos, por 
penal hay 1 o 2 asistentes 
sociales, entonces el fiscal 
que va a una audiencia de 
vigilancia electrónica, se va 
a oponer lógicamente, 
porque no existe una 
materialización correcta en 
Considero que 
jurídicamente a la luz de 
una interpretación 
conforme a la 
constitución, si uno 
pondera en la época que 
vivimos, una época de 
pandemia, en donde uno 
de los principios básicos 
del Estado es garantizar 
la salud pública, 
considero que la 
vigilancia electrónica si 
es una medida 
necesaria, que podría 
encajar si hacemos el 
test de proporcionalidad 
en el sub principio de 
necesidad, en ese 
sentido es una medida 
 
 
esos documentos que son 
exigibles como 
presupuestos para 
otorgarse la vigilancia 
electrónica personal. En ese 
sentido hablamos de una 
mejora de política 
presupuestaria, mayor 
logística que dotar a los 
distintos actores que 
intervienen.  
alternativa que debería 
utilizarse para contribuir 
que los establecimientos 
penitenciarios se 
deshacinen y se puedan 
dar cumplimiento a los 
fines del proceso penal y 





Ernie Augusto Llanos Neyra   
El costo de todas maneras, de 
los equipos para poder 
implementarse, y quien lo va a 
cubrir, porque imagínate 
estas recargando un costo al 
Estado para poder aplicarlo, y 
si aplicamos eso a la inversa 
como anteriormente estuvo 
reglamentada, estaríamos 
hablando que sería selectivo, 
solo los que tenían un poder 
adquisitivo podrían acceder, y 
lo que se trata es que la 
justicia sea igual para todos, 
entonces ahí identificamos un 
Tener un mayor 
presupuesto para el tema 
del INPE y la ejecución a 
través del ministerio 
pertinente para la aplicación 
de estas políticas públicas, 
la misma que debe ser 
ejecutada gradualmente, 
porque los presupuestos en 
materia económica son 
aprobados año a años, para 
poder implementarla de 
manera efectiva. Véase el 
caso de la implementación 
del Código Procesal Penal 
La vigilancia electrónica 
personal, estoy 
convencido que con el 
pasar del tiempo se va a 
aplicar en gran medida y 
vamos a tener como en 
otros países, mayor 
frecuencia beneficiosa 
para todo el 
ordenamiento penal, 





problema que desde mi 
perspectiva es económico.  






John Franck Huerta Molina 
La falta de implementación 
logística y humana al INPE a 
efectos de realizar la 
vigilancia electrónica es una 
limitación que ha calado en su 
implementación a gran 
escala, es decir, el tema 
presupuestario y que el D. 
Leg N° 1514 ya había previsto 
conforme a su disposición 
complementaria final.  
 
Como ya se viene 
reiterando, el tema 
presupuestario es relevante 
para que cuando el juzgado 
penal disponga la utilización 
de vigilancia electrónica y 
esta pueda efectivizarse, 
incluso en el plazo legal que 
dispone el D. Leg N° 1514.  
 
La vigilancia electrónica 
personal como 
mecanismo de control 
para monitorear el 
desplazamiento de los 
procesados o 
condenados no sólo es 




además para que exista 
un respeto a los demás 
derechos de los internos 
que per se tiene toda 
persona, el derecho a la 
salud, a una vida digna, 
a la vida, entre otros. El 
deshacinamiento se 
puede lograr creando 
más establecimientos 
penitenciarios o 





personal logra más que 
eso, es decir, garantizar 
una efectiva 
resocialización y respeto 
de los derechos 






Carlos Miguel Zarpan Capuñay 
Toda norma, en definitiva, 
tiene buenas intenciones 
siempre, y al tocar un tema 
sensible de hacinamiento 
penitenciario, que no solo 
tienen años, por lo que en 
primer lugar partimos de una 
política integral del Estado, 
asimismo de disponibilidad 
presupuestaria y mayor 
soporte logístico de los 
diferentes actores que 
intervienen en el proceso 
penal, así como de su 
ejecución.  
 
Como el financiamiento de 
la medida de vigilancia 
electrónica personal está a 
cargo del INPE, como 
integrante del Ministerio de 
Justicia y Derechos 
Humanos, y atendiendo que 
los grilletes electrónicos son 
costosos, se debería 
incrementar el presupuesto 
anual destinado al INPE, así 
como dotar de mayor 
logística a las instituciones 
que interviene respecto al 
otorgamiento de la medida, 
ya que de nada sirve tener 
una buena norma, sin un 
respaldo presupuestario y 
logístico.  
La medida de vigilancia 
electrónica, es replicada 
de países europeos, 
Estados Unidos, 
Colombia, donde esta 
medida ha resultado 
muy beneficiosa frente al 
hacinamiento de los 
penales, por lo que, si el 
Estado ha destinado 
implementar dicha 
medida en el 
ordenamiento procesal, 
aplaudo el mismo, pero 
también debe 
consolidarse y difundirse 
para su mayor aplicación 
y repercusión.  
 
 
Anexo N° 9: Resultados de la guía de análisis documental aplicado a expedientes 
 




Delito Fundamento de la 
decisión 
































público falso y 
falsedad 
ideológica. 
Siendo evidente que 
la solicitud no se 
encuentra en ninguna 
de las causales de 
exclusión e 
improcedencia 
establecidas en el 
apartado 5.1 c) y d) 
del D. Leg N° 1322, 
por el contrario, se 
encuentra dentro de 
la causal de 
procedencia 
establecido en el 
aparado 5.1 b) de la 
norma, declarándose 
PROCEDENTE la 
solicitud de vigilancia 
electrónica personal 
en la modalidad de 
transito restringido.  




artículo 5 del D. Leg 
N° 1322, atendiendo 
al principio de 
proporcionalidad, las 
condiciones de 
lesividad del hecho 
delictivo, así como su 
conducta mostrada 
en audiencia, el 
Trigésimo primer 




conversión de pena 








































Al haberse agotado el 
plazo máximo de 
prisión preventiva, se 
decretó la libertad del 
investigado, 
asimismo en la misma 
resolución se dictó la 
medida de detención 
domiciliaria y 
vigilancia electrónica, 
La misma que fue 
apelada, en ese 




Según el artículo 5.7 
del D. Leg. N 1514 no 
se aplican las 
exclusiones previstas 
en el artículo 5.5, en 
los supuestos de 
personas procesadas 
que se encuentren 
con plazo máximo de 
prisión preventiva 
vencida y que el 
Ministerio Publico no 
haya formulado 
requerimiento fiscal 























El interno fue 
sentenciado por el 
delito de hurto 
agravado en grado de 
tentativa, el mismo 
que no tiene la 
condición de 
reincidente ni 
Habiendo anexado la 
documentación 
requerida por la 
norma, domicilio o 
lugar donde cumplirá 









Miraflores - Lima 
habitual, su 
internamiento no se 
debe a una 




encuentra dentro de 
las exclusiones 
señaladas en el inciso 
c) del artículo 5 del D. 
Leg N° 1322 y 
habiendo aceptación 
expresa del 
condenado y no 
habiendo oposición 
por parte del 




psicológico, social y 
jurídico, todos con 
resultado positivo, y 
no estando dentro de 
las exclusiones, 
cumpliendo en ese 
sentido los requisitos 
del artículo 7 del D. 
Leg N° 1514 la 
decisión es ajustada 














En el presente caso, 
el problema que se 
plantea en el 
cuestionamiento de la 
norma reside en la 
exclusión de los 
Es del caso resaltar 
que las normas que 
prohíben la 







funcionarios, de la 
posibilidad de 
convertir la pena e 
imponer vigilancia 
electrónica personal, 
resolviendo que tal 
exclusión se 
encuentra dentro de 
la política criminal del 
Estado Peruano en la 




conversión de pena 
privativa de libertad 




delitos de corrupción 
de funcionarios, no 
han sido emitidas 
durante la pandemia 
del COVID 19 ni con 
motivo de esta, sino 
que se trata de 
normas 
preexistentes, por lo 
que la decisión del 
Juzgado Supremo de 
investigación 
preparatoria es 

















Se concluye que la 
exclusión establecida 
en el D. Leg N° 1514 
se fundamenta en la 
política Criminal del 
Se tiene que la 
conversión de pena 
privativa por 
vigilancia electrónica 











Estado en la lucha 
contra la corrupción y 
el crimen organizado, 
por tanto, se 
concluye que el 
sentenciado viene 
cumpliendo su 
condena acorde a la 
constitución política 






conversión de pena 
privativa de libertad 
efectiva por vigilancia 
electrónica personal.  
posible incluso 
durante la ejecución 
de la pena privativa 
decretada por 
sentencia, pero se 
exceptúan en forma 
taxativa ciertos 
delitos y entre ellos 
los delitos de 
asociación para 























Si bien se tiene que 
han vencido los 
plazos de la prisión 
preventiva, pero la 
propia norma habilita 
la imposición de la 
vigilancia electrónica 
Según el artículo 5.7 
del D.Leg. N 1514 no 
se aplican las 
exclusiones previstas 
en el artículo 5.5, en 









por parte del 
Juzgado, asimismo 
se tiene que cuando 
se dictó la 
comparecencia con 
vigilancia electrónica, 
se sopeso la 
posibilidad del 
monitoreo de tránsito, 




localidad en la que 
residen, por lo que su 
imposición se dio en 
el marco de las 
limitaciones tras 
disponer la libertad 
procesal de los 
investigados, por lo 
que se confirma la 
medida de vigilancia 
electrónica personal. 
 
que se encuentren 
con plazo máximo de 
prisión preventiva 
vencida y que el 
Ministerio Publico no 
haya formulado 
requerimiento fiscal 














Penal – Reos en 








El interno viene 
siendo procesado por 
el delito de hurto 
agravado, por lo que 
la solicitud de 
prolongación de 
prisión preventiva, 
deviene en infundada, 
el mismo que no tiene 
la condición de 
reincidente ni 
habitual, tampoco se 
encuentra dentro de 
las exclusiones 
señaladas en los 
artículos 5.5°, 5.6° del 
D. Leg N° 1514, por lo 
que se dispone que el 
procesado continúe 
con la medida de 
comparecencia 
restringida con la 
medida de vigilancia 
electrónica personal 
dentro del perímetro 
del domicilio.  
El artículo 5.7 del 
D.Leg N° 1514, 
cuando se vencieron 
los plazos de la 
prisión preventiva, y 
el fiscal no formulo 
requerimiento 
acusatorio, el juez 
puede imponer la 
vigilancia electrónica 
personal, como 
medida de restricción 
adicional a la de 
comparecencia, 
siempre que se 
fundamente la 
proporcionalidad de 
la medida en relación 
a los fines del 




























Si bien se tiene que 
han vencido los 
plazos de la prisión 
preventiva, pero la 
propia norma habilita 
la imposición de la 
vigilancia electrónica 
por parte del 
Juzgado, asimismo 
se tiene que cuando 
se dictó la 
comparecencia con 
vigilancia electrónica, 
se sopeso la 
posibilidad del 
monitoreo de tránsito, 




localidad en la que 
residen, por lo que su 
imposición se dio en 
el marco de las 
limitaciones tras 
disponer la libertad 
procesal de los 
Según el artículo 5.7 
del D. Leg. N 1514 
no se aplican las 
exclusiones previstas 
en el artículo 5.5, en 
los supuestos de 
personas procesadas 
que se encuentren 
con plazo máximo de 
prisión preventiva 
vencida y que el 
Ministerio Publico no 
haya formulado 
requerimiento fiscal 
acusatorio.   
investigados, por lo 
que se confirma la 














Investigados Tráfico ilícito 
de drogas 
El acceso a la 
vigilancia electrónica 
personal no significa 
que se faculte 
automáticamente su 
uso, puesto que toda 
medida que restrinja 
derechos 
fundamentales debe 
dictarse por la 
autoridad 
jurisdiccional en el 
modo y forma y con 
las garantías 
previstas en la ley, lo 
que no se ha 
cumplido en el 







a la detención 
domiciliaria dictada 
conforme al artículo 
290.3° del CPP, la 
misma que se aplica 
remplazando la 
custodia policial o de 
una institución de 
tercera persona, por 
la medida de 
vigilancia electrónica 
personal, lo que para 
el presente caso el 
delito en proceso se 
encuentra dentro de 
los alcances de los 
supuestos de 
improcedencia de la 
medida.   
 
 
no observar la 






































vencido el plazo de 
prisión preventiva, 
resolvió declarar la 
libertad del 
investigado, dictando 
las medidas de 
detención domiciliaria 
y vigilancia 
electrónica, sin previa 
audiencia. En ese 
sentido, la imposición 
de la vigilancia 
electrónica, no 
significa que se 
faculte 
automáticamente su 
uso, puesto que toda 
medida que restrinja 
derechos 
fundamentales debe 
dictarse por la 
autoridad 
jurisdiccional en el 
Según el artículo 5.7 
del D. Leg. N 1514 
no se aplican las 
exclusiones previstas 
en el artículo 5.5, en 
los supuestos de 
personas procesadas 
que se encuentren 
con plazo máximo de 
prisión preventiva 
vencida y que el 
Ministerio Publico no 
haya formulado 
requerimiento fiscal 
acusatorio.   
 
 
modo y forma y con 
las garantías 
previstas en la ley, lo 
que no se ha 
cumplido en el 
















Anexo N° 10: Resultados de la guía de análisis documental aplicado a Informes 









































en la Oficina 
Regional de 
Lima era de 
45,421.  
Al mes de 
enero del 






s a medidas 
alternativas 
era de 453, 
otorgándose 
















Se verifica poca 




personal la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 





























en la Oficina 
Regional de 
Lima era de 
45,784.  
Al mes de 
febrero del 






s a medidas 
alternativas 
era de 457, 
otorgándose 
















Se verifica poca 




personal la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 































en la Oficina 
Regional de 
Lima era de 
46,018.  
Al mes de 
marzo del 






s a medidas 
alternativas 
era de 466, 
otorgándose 
















Se verifica poca 




personal la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 





























en la Oficina 
Regional de 
Lima era de 
45,451.  
Al mes de 
abril del 






s a medidas 
alternativas 
era de 466, 
otorgándose 

























personal, la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 
















Al mes de 
mayo del 




























en la Oficina 
Regional de 





s a medidas 
alternativas 
era de 466, 
otorgándose 















personal, la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 





























en la Oficina 
Regional de 
Lima era de 
43,484.  
Al mes de 
junio del 






s a medidas 
alternativas 
era de 468, 
otorgándose 

























personal, la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 





















Al mes de 
julio del 




























en la Oficina 
Regional de 
Lima era de 
43,036.  
sentenciado
s a medidas 
alternativas 
era de 481, 
otorgándose 











personal, la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 

































en la Oficina 
Regional de 




Al mes de 
agosto del 






s a medidas 
alternativas 
era de 517, 
otorgándose 






























personal, la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 















En el mes de 
setiembre 







Al mes de 
setiembre 



































en la Oficina 
Regional de 
Lima era de 
42,111. 
alternativas 
era de 540, 
otorgándose 









personal, la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 





























en la Oficina 
Regional de 
Lima era de 
41,942. 
Al mes de 
octubre del 






s a medidas 
alternativas 
era de 346, 
otorgándose 

























personal, la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 















En el mes de 
noviembre 







Al mes de 
noviembre 






s a medidas 
alternativas 



















personal, la que 




en la Oficina  
Regional de 
Lima era de 
41,792. 
otorgándose 







incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 



























en la Oficina 
Regional de 
Lima era de 
41,508. 
Al mes de 
diciembre 






s a medidas 
alternativas 
era de 632, 
otorgándose 

























personal, la que 
no ha tenido 
incidencia en el 
deshacinamient
o penitenciario 
















Anexo N° 11: Entrevista realizada al Juez del Juzgado Penal Unipersonal 
Transitorio Mariscal Cáceres – Juanjuí. 



